Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 49 minutos) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene 
el gusto de recibir a integrantes de la Comisión Directiva de la Asociación de Defensores de Oficio del 
Uruguay. 


Esta sesión no requiere un quórum especial y por eso estamos trabajando de la forma que 
ustedes están viendo. De todas maneras, hemos previsto que se tome versión taquigráfica para que 
los demás señores Senadores que no están presentes tomen conocimiento de lo que van a exponer 
quienes hoy nos visitan. 


Les aclaramos que disponen de 15 minutos para hacer su exposición, dado que tenemos que 
recibir a muchas delegaciones. 


SEÑORA STURLA.- Agradecemos a la Subcomisión de Audiencias por recibimos en la tarde de hoy. 
Soy la doctora Sturla, Presidenta de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay. 


Como sabemos que tenemos apenas 15 minutos, vamos a ser breves. En primer lugar, voy a 
hablar yo y luego la doctora Leite, que es la Secretaria de la Asociación. 


Antes que nada, queremos resaltar la importancia que tiene la defensa pública. Entendemos 
que la defensa pública es un elemento muy importante para el sistema democrático de Gobierno, 
porque hace a todos los ciudadanos iguales ante la ley. Por esta razón, entendemos que debería ser 
una prioridad para el Estado. 


Desde hace mucho tiempo estamos luchando por jerarquizar nuestro trabajo, porque 
sabemos que así jerarquizamos a nuestros asistidos, que son las personas más débiles y, por tanto, 
tienen que ser especialmente protegidas. 


Estamos reclamando la recuperación salarial del quinquenio y pensamos que en eso somos 
originales, porque todos los funcionarios públicos están recibiendo la recuperación salarial que se 
estableció en la ley de Rendición de Cuentas, pero no sucedió lo mismo con los funcionarios de la 
Defensa Pública, ya que en su momento la Suprema Corte de Justicia entendió que no nos 
correspondía esa recuperación. En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia  -a nuestro entender- 
cometió un gran error con nosotros, que somos sus funcionarios. El error cometido llevó a esta 
injusticia que estamos tratando de subsanar y esperamos que ustedes nos ayuden a resolverlo. La 
Suprema Corte de Justicia explicó ante el Parlamento en su momento que a la Defensa Pública no se 
le dio recuperación salarial porque nuestros salarios son altos. Este es un concepto altamente 
subjetivo, porque nuestros salarios no son altos; por el contrario, son los más bajos que paga el Poder 
Judicial a profesionales con dedicación total. Se puede decir que nuestro trabajo es diferente al de los 
Magistrados, pero necesariamente se tiene que observar que nuestras incompatibilidades son idénticas 
a las de ellos. Los Defensores no podemos ganarnos la vida de otra manera que con la defensa 
pública o la enseñanza, y ellos también. Acentuando todas estas diferencias que tiene el Poder Judicial 
con respecto a la defensa pública, se dio a los Magistrados un porcentaje para el quinquenio por la 
incompatibilidad, pero no hicieron lo propio con los Defensores Públicos que estamos en las mismas 
condiciones. 


Para terminar, quiero señalar que la Suprema Corte de Justicia, advirtiendo la injusticia que 
cometió con la defensa pública -cuando realizó la reestructura para presentarla en la Ley de 
Presupuesto- por segundo año consecutivo nos incluyó en su proyecto de Rendición de Cuentas. Pero, 
lamentablemente, dicho presupuesto el año pasado no fue votado. Ahora necesitamos el voto del 
Parlamento. Esta es la tercera vez que estamos aquí hablando de lo mismo. Los señores Legisladores 
han reconocido muchas veces que lo que estamos solicitando es justo. Por lo tanto, y sabiendo que 
esta es la última oportunidad para reclamar lo que nos corresponde, solicitamos a este Parlamento que 
se comprometa con nuestra causa, realizando con su voto un acto que consideramos de justicia y 
equidad. 


SEÑORA LEITES.- Somos 206 Defensores Públicos en todo el país, de los cuales 182 trabajamos en 
régimen de dedicación total, por los que nos está vedada toda otra actividad remunerada pública o 
privada, con excepción de la enseñanza y 24 Defensores que ejercen el cargo sin tal carácter. 


Es de hacer notar a los señores Legisladores que más del 90% de los casos de violencia 
doméstica de niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo de materia penal, son asistidos por 
Defensores Públicos, así como también desarrollan su actividad en materia laboral, civil y de familia. 


Por el artículo 311 de la Ley N* 16.226 se equipararon los sueldos de los Defensores 
Públicos con el de los Jueces Letrados. Cabe señalar que esta es una ley del año 1991, y si bien en su 
oportunidad fue impugnada por Sentencia N* 293, de 6 de octubre de 2003, el artículo 311 fue 
declarado constitucional. Luego, partidas complementarias posteriores fueron específicamente 
asignadas a adicionarse a la retribución de los Magistrados, excluyendo cualquier tipo de equiparación 
-a modo de ejemplo, tenemos a los Defensores de Oficio- lo que produjo una diferencia salarial 
sustancial. 


El Presupuesto del año 2005, aprobado por la Ley N* 17.930, fue considerado histórico para 
el Poder Judicial, porque por él se otorgó un incremento del 33% de las retribuciones para una 
reestructura de sus cargos y funciones y un 33% en partidas de incompatibilidad para Magistrados y 
cargos de particular confianza. Cabe decir que a esto se sumó la cláusula “gatillo” prevista en el 
artículo 390. Sin embargo, los Defensores Públicos no fuimos incluidos en ninguno de los dos 
incrementos, es decir, ni en la reestructura ni en la partida de incompatibilidad. Como bien señaló la 
doctora Sturla, la Suprema Corte de Justicia argumenta que no fuimos incluidos en la reestructura 
porque nuestro sueldo base es superior al de los demás funcionarios y que tampoco fuimos incluidos 
en la partida de incompatibilidad porque no somos Magistrados. Esto es así a pesar de que los 
Defensores Públicos con dedicación permanente tenemos una relación laboral exclusiva con el Estado 
que nos impide desarrollar cualquier otra actividad remunerada con excepción de la docencia. 


Por otra parte, el artículo 454 de la Ley N* 17.930, otorgó una recuperación de los salarios 
reales públicos a todos los funcionarios públicos, con excepción de los del Inciso 16 “Poder Judicial” 
por lo que, los Defensores Públicos -funcionarios públicos del Poder Judicial- quedamos excluidos 
también de esta recuperación. 


Nosotros planteamos nuestras reivindicaciones ante el Poder Judicial en oportunidad de 
considerarse la Rendición de Cuentas del año 2005 y, sin embargo, no fueron atendidas. Frente a esta 
situación, entonces, recurrimos -como lo estamos haciendo en esta ocasión- al Parlamento, a los 
señores Legisladores, quienes ante ese estado de inequidad generado y como forma de atenuar la 
injusticia que se estaba cometiendo, aprobaron otorgar, a partir del 1% de enero de 2007, una partida 
fija destinada al perfeccionamiento académico de los Defensores Públicos con dedicación exclusiva. O 
sea que esta partida es percibida solamente por 182 Defensores; 24 no la reciben por no tener 
dedicación exclusiva. 


En la Rendición de Cuentas del año 2006 se reconoció que el Escalafón VII, “Defensa 
Pública” había quedado fuera de la reestructura y de la recuperación salarial por estar esta última 
incluida en el dinero asignado al Poder Judicial. Fue así, entonces, que se incluyó un artículo que no 
fue aprobado por este Parlamento, a pesar de las gestiones que se realizaron con los señores 
Legisladores. 


En el presente proyecto de ley de Rendición de Cuentas 2007 -que es el que en este 
momento se está considerando- nos vuelven a incluir en el mismo sentido, al punto tal de que en el 
artículo 3” de la norma se solicita un porcentaje igual de recuperación del salario real en el quinquenio, 
que la que perciban los funcionarios públicos de la Administración Central. En esta disposición se 
hacen dos deducciones: por un lado, el porcentaje del 2% de recuperación ya otorgado y, por otro, la 
partida adicional, también otorgada, prevista por el artículo 140 de la Ley N* 18.046. Precisamente, 
aquí lo que se hace es cambiar el destino de perfeccionamiento académico de los Defensores Públicos 
con dedicación exclusiva a recuperación salarial. 


La Asociación de Defensores Públicos del Uruguay, sin dejar de reivindicar su aspiración de 
recibir el mismo trato presupuestal que el resto de los funcionarios del Poder Judicial, por considerarlo 
de estricta justicia, entiende que en esta instancia, dada la posición del equipo económico de Gobierno 
y según las explicaciones que al respecto nos han dado los señores Legisladores, el Parlamento sólo 
tiene la posibilidad de atenuar la injusticia que se ha cometido contemplando, por lo menos, la 
aspiración mínima de los Defensores, que es lograr la misma recuperación salarial que en el 
quinquenio reciben todos los funcionarios públicos pero que nosotros no hemos percibido. 


En el memo que hemos entregado figura que acompañamos el artículo 3 del proyecto de 
ley, su costeo y un desglose de cuántos funcionarios tiene el Escalafón 7, quiénes son Defensores y 
quiénes no. 


En varias oportunidades los señores Senadores nos han manifestado que nuestros reclamos 
son de estricta justicia; a pesar de ello, al momento de las decisiones les ha costado contemplar a la 
Defensa Pública, sin perjuicio del artículo 140 que ya se había votado. 


En virtud de lo que hemos dicho, estamos nuevamente ante ustedes sabiendo que es la última 
oportunidad que tenemos en este quinquenio para lograr, por lo menos, la recuperación salarial que se 
ha dado a todos los funcionarios públicos. Creo que es una mínima aspiración frente a la reivindicación 
de que no se nos ha dado nada. 


Muchas gracias por habernos recibido y quedamos a sus órdenes para las aclaraciones que 
estimen pertinentes, y desde ya agradecemos su voto afirmativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cuál es el salario promedio de un Defensor. 


SEÑORA LEITE.- Nosotros estamos equiparados a los Jueces Letrados, tal como hemos explicado, 
pero sucede que distintas partidas han hecho que esa equiparación se desfasara. Además, los 
Defensores del interior del país perciben un salario diferente que los de Montevideo, así como cobra 
diferente quien tiene un régimen “part time” que aquel que trabaja “full time”. 


SEÑORA STURLA.- Podríamos decir que en el interior un Defensor percibe aproximadamente $ 
30.000, aunque no llega a esa cifra. Hay que destacar que nosotros tenemos una dedicación exclusiva 
y no podemos, por ejemplo, vender galletitas en un quiosco. Siempre insisto con esto porque me 
parece que es importante. 


Los Jueces Letrados a los que estamos equiparados -y no estamos diciendo que queremos 
cobrar el mismo sueldo que ellos; no es eso lo que pedimos en esta instancia- cobran entre $ 15.000 y 
$ 20.000 más que nosotros. 


Entonces, lo que es importante manifestar en esta oportunidad es que frente a los argumentos 
que esgrime la Suprema Corte de Justicia en cuanto a la equiparación con los Jueces, la realidad es 
muy diferente, porque los sueldos también lo son. Nosotros pretendemos tener sueldos dignos - 
tampoco vamos a decir que estamos pasando hambre- pero ya que no podemos realizar otro trabajo 
para mejorarlos queremos, al menos, cobrar la recuperación salarial, ya que es algo que forma parte 
de las pautas que estableció este Gobierno para todos los funcionarios públicos en el quinquenio; por 
eso insistimos en esto. Realmente consideramos que es de justicia y pensamos que el Parlamento 
tiene que ser sensible a estas aspiraciones; no estamos pidiendo aumento de sueldo ni una erogación 


especial, sino que se nos dé algo sobre lo que ya hubo consenso del Gobierno en el año 2005. Me 
refiero a que en aquella oportunidad se dijo que la base mínima de aumento de los funcionarios 
públicos iba a ser la recuperación salarial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por la información que nos han brindado, que trasladaremos 
a todos los integrantes de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, así como a los demás 
integrantes del Cuerpo. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Defensores de Oficio del Uruguay) 


(Ingresan a Sala representantes de la Mesa Intersindical Policial - SUPU- AFUMI, 
SINPOLUR - SINPOLAR) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda tiene 
mucho gusto en recibir a representantes de la Mesa Intersindical Policial para que en quince minutos - 
que es el tiempo adjudicado a cada delegación- exponga sus reivindicaciones, pedidos o solicitudes 
con relación a la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR VILLAGRÁN.- Nuestra exposición va a ser breve y está relacionada con el aumento salarial y 
la falta de aportes, que no se han contemplado. 


Con respecto al aumento salarial, consideramos que no es suficiente, dada la cantidad de 
deudas contraídas por el policía y lo poco que está cobrando. Más adelante, el compañero Javier 
Rodríguez va a hacer una exposición en la que incluirá la mención de números bastante macro de 
esto, y desde ya les decimos que les vamos a dejar algunos documentos donde podrán apreciar lo que 
les diremos durante nuestra intervención. 


Con relación al Servicio 222, pensamos que en esta Rendición de Cuentas se podría haber 
comenzado a contemplar la situación. Si bien es un tema que no es de este Gobierno -viene desde 
hace tiempo- existía la promesa de comenzar a arreglar la situación en este Período, pero vemos que 
no es así. Entendemos que el dinero está. Hay una parte de esta Rendición de Cuentas que se podría 
destinar a ello -en este momento tiene otro destino- y que no insumiría dinero al Estado ni una pérdida 
al policía. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Soy Comisario Inspector, pertenezco al Sindicato de Funcionarios del Ministerio 
del Interior e integro la Mesa Intersindical. 


El salario policial es de vital importancia para todos nosotros, para cualquier ciudadano. No 
es posible concebir que alguien que todos los días está brindando seguridad y enfrentándose muchas 
veces a las balas o al riesgo permanente de su vida, perciba $ 7.860 en la mano al ingresar, así como 
tampoco se puede considerar digno el salario de $ 6.170 que se paga a funcionarios administrativos 
que emiten cédulas o pasaportes, o a empleados del propio Hospital Policial o a aquellos que realizan 
su trabajo en forma correcta y que son indispensables para la función de la seguridad. El bajo salario 
impide que las vacantes se llenen, en virtud de que ninguna persona preparada y formada en nuestro 
país puede querer ingresar a la Policía con las perspectivas que hoy se le ofrecen. Esto lleva a que, 
para cubrir las vacantes, se bajen los requisitos de ingreso, pero también influye en el incremento de 
las bajas del Instituto debido a que muchos funcionarios salen en busca de oportunidades laborales 
mejor remuneradas. 


Por otro lado, esta agremiación no está de acuerdo con que se necesiten más policías -tal 
como se ha manifestado en la prensa por parte de autoridades del Gobierno o de representantes de 
partidos políticos- porque con los 28.000 efectivos con que se cuenta actualmente, pensamos que se 


puede dar un muy buen servicio de seguridad. Apuntamos, entonces, a la calidad del servicio brindado 
por los funcionarios que ya están, y no a la cantidad de efectivos. En tal sentido, creemos que se debe 
capacitar a esos policías, pero esa mejor capacitación, a su vez, obliga a ofrecer un salario adecuado. 


Todos saben hoy que, a consecuencia de los bajos salarios, casi todos los policías tienen 
multiempleo y deben hacer muchas horas de Servicio 222, lo que trae como consecuencia un menor 
rendimiento de los funcionarios, ya que no se encuentran en las mejores condiciones para llevarlo a 
cabo. Pero, además, esta situación trae aparejados otros problemas para el policía como, por ejemplo, 
la destrucción de su familia, la violencia doméstica, los altos índices de suicidio, la necesidad de vivir 
en asentamientos, el alto endeudamiento por préstamos, etcétera. Podríamos seguir hablando 
largamente de este tema. 


La Mesa Intersindical Policial, así como otros sindicatos policiales, está pidiendo un 
incremento salarial en base a una partida fija de $ 5.000 para el Agente de Segunda, o al Grado | hasta 
Comisario Inspector, para todos los Escalafones, y unos $ 2.500 para los Inspectores Jefes. En los 
documentos que les hemos presentado, establecemos algunas diferencias en los incrementos, con el 
fin de acortar la brecha que existe entre los grados 11 y 12, que hoy es de aproximadamente $7.000. 
Esa es nuestra meta, y creemos que es un justo reclamo que debe atenderse, si no de forma 
inmediata, por lo menos lo más rápidamente posible. Si observan lo que ocurre dentro del MERCOSUR 
y comparan los salarios que perciben los policías de los países miembros, podrán apreciar que la 
Policía uruguaya es de las que están peor remuneradas, pero con las mismas exigencias que tienen en 
el resto del mundo. Recalco el hecho de que no debe haber un incremento en el número de policías 
para mejorar el servicio y que, reitero, mejorando la organización de procedimientos y reestructurando 
los propios escalafones policiales, se puede dar al ciudadano que paga los impuestos la seguridad que 
está reclamando. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero exponer una problemática existente en lo que tiene que ver con el 
salario del funcionario policial. Se distinguen en él tres rubros que no aportan ni para el retiro, ni para el 
aguinaldo, y que son los siguientes: la prima técnica, establecida en el artículo 29 de la Ley N* 16.002, 
de 25 de noviembre de 1988; la prima por riesgo en la función, que surge del artículo 141 de la Ley N* 
16.736, de 5 de enero de 1996; y el viático por alimentación y equipamiento, determinado por esa 
misma ley en su artículo 140. Estos tres objetos, para el salario de un funcionario ejecutivo, significan 
un 45% de ese dinero que no se aporta para su jubilación ni para su aguinaldo. En el caso de los 
funcionarios de apoyo, es decir, de los administrativos y los especializados, el porcentaje se sitúa en el 
18%. Si bien estos objetos son tomados en cuenta a la hora de calcular el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, no se procede de igual modo cuando hay que aportar. Les hemos adjuntado un 
documento, señalizado con el número 2, en el cual consta un cálculo sobre lo que significaría hacer los 
aportes y donde se concluye que estamos hablando de US$ 17:000.000 anuales. Sabemos que esto 
estaba contemplado en el proyecto de ley de retiros de los funcionarios policiales que no ha sido 
aprobado y, por ello, esperamos una pronta resolución. 


A su vez, lo dispuesto por el artículo 222 de la Ley N* 13.318, de 1964, nos ha generado una 
importante problemática. Este servicio se convirtió en indispensable para el policía por el bajo salario 
que se paga. En función de ello, entonces, el funcionario debe trabajar doble turno en forma obligatoria, 
durmiendo pocas horas y permaneciendo alejado de su familia. Nos parece que un individuo que porta 
un arma debe estar en el cien por ciento de sus facultades para brindar el servicio y para dar seguridad 
a la población como ésta se merece. En este caso del artículo 222, el Estado tiene dualidad de criterios 
en tanto toma en cuenta a este servicio para el cálculo del IRPF, pero no hace los aportes 
correspondientes de aguinaldos y jubilación. El Estado es, pues, uno a la hora de recaudar y otro a la 
de aportar. Por otro lado, con el trabajo del funcionario se está financiando los gastos del Estado 
porque un 20% de lo que se recauda por cada hora cobrada por la Jefatura es volcado a fondos de 
libre disponibilidad cuando, en realidad, debería ser destinado al retiro. 


El artículo 132 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas aprobado por la Cámara de 
Representantes no resuelve este problema, porque se pretende dar un premio a los funcionarios que 
tengan un desempeño destacado en función de un porcentaje que se saca de lo que se recauda. 
Creemos que esto no debería ser así; debería considerarse que los funcionarios merecen percibir 
haberes de retiro y aguinaldo por el servicio que realizan en lugar de dar premios. Esa es nuestra 


visión del problema. En tal sentido, adjuntamos una solución variando los porcentajes, que entendemos 
es el camino que debería recorrerse para llegar a una jubilación y un aguinaldo dignos. 


Asimismo, otra de las cosas que podrían hacerse a futuro para mejorar la calidad de vida y el 
desempeño del funcionario sería reducir las horas de servicio ordinario de 8 a 6 e incluir entre 3 y 4 
horas diarias de Servicio 222. De esta forma, el policía podría trabajar entre 9 y 10 horas y no 16 como 
ocurre hoy en día. 


Es cuanto tenía que manifestar. 


SEÑOR VILLAGRÁN.- Para finalizar, simplemente, quiero referirme al tema del horario que cumplen 
los policías que trabajan en el Servicio 222, que recién mencionó mi compañero de delegación. 
Hacemos referencia a ello porque en esta Rendición de Cuentas se contempla una bolsa de horas 
cobrables al contratante. Entendemos que, en principio, esa bolsa de horas puede ser volcada para 
comenzar a hacer los aportes; por eso dijimos que al Estado no le va a costar un solo peso. Después, 
en un futuro -quizá en el próximo Presupuesto, con un nuevo Gobierno- trataríamos de que se 
contemplara y tuviera andamiento la ley de reforma de la Caja Policial. 


Otro aspecto con el que no estamos de acuerdo es que se hizo una diferenciación -creemos 
que es una discriminación- entre el aumento que se le va a dar a un policía ejecutivo y el que se le va a 
otorgar a uno del Escalafón de Apoyo. Menciono esto porque hay policías ejecutivos que cumplen 
funciones de apoyo y policías de apoyo que están cumpliendo funciones cuasi ejecutivas, en 
comisarías y cárceles. Creemos que esta es una injusticia bastante grande por lo que, incluso, estamos 
analizando plantear un recurso de inconstitucionalidad. 


En cuando al artículo que contempla $ 179 de aumento como complemento, quiero señalar 
que sucede lo mismo que en el tema anterior: se otorgará al policía que esté trabajando en un turno o 
en la cárcel porque, supuestamente, están haciendo tareas “prevento-represivas”. Consideramos que 
un policía uniformado que está caminando por la calle realiza una tarea preventiva; un policía que no 
está uniformado y tiene que actuar en un procedimiento en su horario de descanso, también está 
cumpliendo esa tarea; y lo mismo ocurre con un funcionario que integra el Servicio 222, que tiene una 
tarea “prevento-represiva”. Entonces, no tiene sentido que ese aumento a modo de complemento lo 
perciban sólo algunas personas. Se está actuando con discriminación cosa que, a nuestro entender, es 
bastante peligrosa. En este momento, eso ya está pasando porque ese complemento se otorga a 
gente que no está trabajando en la calle. Eso está mal y si se aprueba tal como está, llegado el 
momento nos vamos a ver obligados a acudir a la vía legal correspondiente. 


Gracias por recibirnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Haremos llegar a los restantes integrantes de la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda esta exposición, así como el material que nos han entregado a través de la 
Secretaría. 


Muchas gracias por su visita. 


(Se retiran de Sala representantes de la Mesa Intersindical Policial SUPU - AFUMI, 
SINPOLUR - SINPOLAR) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Docentes de la Escuela de Sanidad) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda tiene 
el gusto de recibir a la delegación de la Asociación de Docentes de la Escuela de Sanidad. Como 
nuestros invitados sabrán, la cantidad de delegaciones que esta Subcomisión tiene para recibir 


determina que nuestros invitados dispongan de 15 minutos para hacer sus planteos, pero si lo realizan 
en menos tiempo, no hay inconveniente. 


Tiene la palabra la señora Santana. 
SEÑORA SANTANA.- En primer lugar, queremos agradecer a los señores Senadores por recibirnos. 


Como integrante de la Asociación de Docentes de la Escuela de Sanidad, voy a realizar una 
exposición muy breve que, seguramente, nos tomará menos tiempo del que tenemos asignado. 
Afortunadamente, los señores Senadores conocen todo lo relativo a nuestra Escuela, ya que en el año 
2003, a través de la Ley N* 17.678, fue transferida a la Universidad de la República, tal como lo 
habíamos reclamado. En este momento estamos en un período de regularización, pero quiero destacar 
que durante el proceso de transferencia, el dinero que tenía el Ministerio de Salud Pública para nuestra 
Escuela se envió a la Universidad de la República, pero no fue suficiente para consolidar la institución 
dentro de ésta. Por consiguiente, luego de los primeros encuentros que mantuvimos con los 
parlamentarios, podemos decir que en este año 2008 no tenemos dificultades económicas, aunque 
seguramente el año próximo debamos enfrentar algún problema de índole presupuestal. Por esa razón, 
estamos solicitando que se maneje la posibilidad de que los $ 2:000.000 que constituían la 
partida que quedó, de alguna manera, en el proceso de transferencia se adjudique a la Universidad de 
la República. Eso nos permitirá hacernos cargo de las responsabilidades que tenemos, porque son 
muchos los jóvenes que quieren estudiar en el área de enfermería y es también importante la 
necesidad de enfermeros que tiene el país, ya que al día de hoy hay un 92% menos de profesionales 
de esta área. Por lo tanto, pensamos que esa partida de $ 2:000.000 podría constituir un recurso 
adicional para la Universidad de la República. 


En ese sentido, adelantamos a los señores Senadores que les vamos a entregar un 
documento en el que se detalla la historia del proceso de transferencia de nuestra Escuela. 


Por último, agradecemos a esta Subcomisión por habernos recibido y, al mismo tiempo, 
solicitamos a los señores Senadores el máximo esfuerzo a fin de lograr que nuestra Escuela cuente 
con los recursos necesarios para funcionar adecuadamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los docentes de la Escuela de Sanidad y la 
información que nos han brindado. 


(Se retira de Sala la Asociación de Docentes de la Escuela de Sanidad) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios del Centro de Cómputos 


del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


La Subcomisión de Audiencias tiene mucho agrado en recibir a una delegación de 
funcionarios del Centro de Cómputos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Les informamos que el tiempo de la Subcomisión es muy acotado, por lo que les pedimos la 
mayor brevedad posible. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Mi nombre es Pablo Hernández y pertenezco al Centro de Cómputos del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al igual que mis restantes tres compañeros. 


Hemos solicitado esta audiencia a los efectos de explicar a los señores Senadores cuál es la 
situación de este Centro. 


Hasta el año 2002 el Centro de Cómputos sólo contaba con dos funcionarios presupuestados, 
por lo que había un déficit muy notorio de recursos humanos. A partir de ese momento comenzaron a 
realizarse llamados e ingresaron dos nuevos funcionarios, y en el año 2008 se incorporó un funcionario 
más. 


Los cuatro funcionarios presupuestados nos encontramos a cargo del análisis, el diseño, la 
programación y el mantenimiento de todos los sistemas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
que me gustaría enumerar, porque realmente vale la pena. Concretamente, estamos hablando del 
Programa de Registro de Empresas Infractoras, el Programa de Recepción de Planillas de Trabajo, 
todo lo que tiene que ver con módulos de ventas de timbres de planillas, las estadísticas de inspección, 
los sistemas que tienen que ver con recursos humanos, los sistemas que utiliza la Dirección Nacional 
de Trabajo, audiencias y agendas, y algunos más. 


Recientemente se aprobó el régimen de exclusividad para los Inspectores del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, y creemos que se ha planteado una desigualdad. En realidad, nosotros 
sólo somos cuatro funcionarios, por lo que evidentemente la solución a este problema no alteraría el 
presupuesto del Ente, y como contrapartida tendríamos una dedicación total, con lo que esto implica: 
un mayor horario, un soporte más amplio a todas las oficinas del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, etcétera. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Quisiera complementar lo que señalaba mi compañero, recordando el ejemplo 
de la Dirección General Impositiva. En ese caso, cuando se estableció el régimen de exclusividad, el 
Centro de Cómputos fue incluido desde un primer momento, porque estaba en la misma situación que 
mencionamos: tenía a su cargo el mantenimiento de todos los sistemas informáticos, la seguridad y la 
confidencialidad de los datos, etcétera. Sinceramente, nunca logramos entender por qué el Centro de 
Cómputos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no fue incluido. Es más, cuando en su momento 
los Inspectores obtuvieron la exclusividad, nosotros tuvimos acceso al acta y podemos afirmar que 
todos los argumentos que ellos manejan para justificar el hecho de que deban trabajar en régimen de 
exclusividad son perfectamente aplicables al Centro de Cómputos. 


SEÑOR OTEGUI.- Por mi parte, ya había sido recibido por la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes y, en definitiva, lo que tengo para decir es lo mismo. Somos únicamente cuatro 
funcionarios los que tenemos el desarrollo y la custodia de toda esa información, y sinceramente nos 
sentimos relegados, por lo que pedimos un trato igualitario al de los Inspectores del Ministerio. 


Quisiera agregar que en los últimos tiempos se cambió de sistema, pasando a plataforma de 
software libre, por lo que hubo que trabajar a “full” -y continuamos haciéndolo- para cambiar los 
sistemas que teníamos. Todas estas son mejoras para el Ministerio, incluso, desde el punto de vista 
económico, porque al tratarse de software libre no se necesita pagar licencias. Además, la cantidad de 
PC que se incorporaron implicó una mejora para el Ministerio. Todo eso lo estamos supervisando y 
controlando nosotros, por lo que aumenta el área de trabajo que tenemos actualmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de funcionarios del Centro de 
Cómputos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Les informamos que la versión taquigráfica de 
esta sesión va a ser distribuida entre los integrantes de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda, y el tema será analizado cuando se considere la parte correspondiente al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


(Se retira de Sala una delegación de funcionarios del Centro de Cómputos del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social) 


Quiero informar que debo retirarme porque tengo que cumplir una actividad de carácter 
protocolar y no estoy seguro de la hora en que pueda regresar. Voy a asistir al cambio de Presidente 
en la Junta Departamental de Montevideo, motivo por el cual se va a realizar una sesión solemne. 


Justamente, asume un compañero y siento hasta la obligación moral de acompañarlo en estos 
momentos. 


(Asume la Presidencia el señor Senador Vaillant) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación Nacional para el Niño Lisiado, Escuela 
Franklin Delano Roosevelt) 


La Subcomisión de Audiencias tiene el gusto de recibir a integrantes de la Asociación Nacional 
para el Niño Lisiado, Escuela Franklin Delano Roosevelt. 


Les informamos que, debido a la nutrida agenda que tenemos, cuentan con un máximo de 
quince minutos para realizar sus planteos, y en caso de que los señores Senadores formulen alguna 
pregunta, naturalmente podrán responderla. 


SEÑOR KATZ.- Como Presidente del Consejo Directivo de la Asociación Nacional para el Niño Lisiado, 
en primer lugar, quisiera agradecer en nombre de nuestra Institución el que nos reciban en el seno de 
esta Comisión. 


A modo de resumen quiero manifestar que la Asociación Nacional para el Niño Lisiado, 
Escuela Franklin Delano Roosevelt, es una institución privada sin fines de lucro, que desarrolla su 
actividad en nuestro medio desde 1942. Nuestro objetivo es buscar la rehabilitación de todo niño que 
padezca una discapacidad física, sea esta congénita o adquirida, y pretendemos hacerlo en tres áreas 
fundamentales, como son la educativa, la rehabilitación física específica y, dentro de lo posible, la 
preparación del niño, dotándolo de elementos que le permitan una futura inserción en el mercado 
laboral. 


Un elemento esencial a tener en cuenta en nuestra Institución es el perfil de la inmensa 
mayoría de los niños que asisten, que provienen de hogares carenciados en el aspecto socio- 
económico, por lo que, de no recibir la atención que se les brinda en nuestra Institución, corren serios 
riesgos de empeorar su situación en todos los aspectos en los que la Asociación los atiende. Podemos 
decir que la Asociación Nacional para el Niño Lisiado ha sido -pensamos que lo sigue siendo- un 
referente en materia de atención al niño discapacitado y lo es tanto a nivel nacional como internacional. 


A continuación, voy a hacer una breve referencia a los aspectos económico-financieros de la 
Institución. 


En primer lugar, debemos destacar que a pesar de tratarse de una institución privada, no 
puede recibir apoyo ni ayuda económica de ningún tipo por parte de los núcleos familiares de los que 
provienen nuestros niños, habida cuenta de la situación de enorme carencia que padecen, a la que me 
referí anteriormente. 


Los ingresos con los que cuenta la Institución podrían separarse en dos grandes grupos. En 
primer lugar, tenemos aquellos de carácter permanente -o genuinos- que son los que provienen de 
“Ayudas Especiales” del Banco de Previsión Social, de los convenios con el INAU y de la partida 
presupuestal asignada. Con esos ingresos, la Institución solventa aproximadamente el 60% ó 65% de 
sus necesidades. En segundo término, tenemos ingresos eventuales, no genuinos, como son los 
prevenientes de donaciones, campañas, legados o disposiciones testamentarias, con los cuales se 
financia el resto de las actividades del centro educativo. 


En lo que se refiere al aspecto económico-financiero, la historia de la Institución señala una 
permanente lucha por cumplir con sus cometidos, lo cual se ha visto afectado en los últimos cinco 
años, especialmente por dos factores. En primer lugar, a raíz de la crisis bancaria del año 2002, la 
Institución se vio privada de un importantísimo aporte mensual, del orden de los US$ 10.000, que 


provenía de una institución bancaria de plaza. Obviamente, la Asociación Nacional para el Niño Lisiado 
tuvo que tomar las medidas necesarias para poder mantenerse en funcionamiento. El otro factor que 
ha incidido de manera muy importante en nuestras finanzas es que mientras nuestros ingresos han 
permanecido casi inamovibles desde hace ya varios años, las erogaciones por concepto de salarios se 
han visto incrementadas en casi un 18%, de acuerdo con las pautas establecidas al respecto en los 
últimos tiempos. Obviamente, nuestra Institución se precia de haber cumplido en tiempo y en forma, en 
todo momento, con los incrementos salariales. Sin embargo, estos dos factores han llegado a poner en 
riesgo, inclusive, la viabilidad de la Asociación. 


Podemos considerar que la Asociación Nacional para el Niño Lisiado es, en cierta manera, 
un socio del Estado en el cumplimiento de fines esenciales como son la salud y la educación, con la 
característica especial de que nuestra acción está dirigida a un segmento de la población con especial 
vulnerabilidad, pues se trata de niños que padecen discapacidades físicas y que, además, provienen 
de hogares con enormes carencias económicas. 


A modo de “racconto”, digo que los niños son retirados diariamente de sus hogares por 
locomoción propia de la Institución; en nuestra sede reciben desayuno, almuerzo y merienda, así como 
también educación primaria, habilitada por las autoridades pertinentes; durante todo el día 

-fundamentalmente en horas de la tarde- se desarrolla la actividad tendiente a la 
rehabilitación física de los niños, en la que participa un equipo multidisciplinario, integrado por una 
médica fisiatra -que está al frente del equipo- fisioterapeutas, fonoaudiólogos, un psicólogo y una 
nutricionista. También reciben, a través de diversos talleres como los de educación en las áreas de 
computación, huerta, cocina, la preparación necesaria. De esta forma, tratamos de darles elementos 
que les permitan afrontar en mejores condiciones su lucha para insertarse en el mercado laboral. 


No queremos extendernos más -hemos dejado unos memorandos en poder de los señores 
Senadores- pero debemos manifestar que son estas circunstancias, la labor que se desarrolla con 
estos niños, la necesidad de que la institución siga trabajando y -¿por qué no?- la voluntad de mejorar 
la atención que se presta a los niños, las que nos llevan a solicitar un incremento en el aporte que, por 
vía de la partida presupuestal, se adjudica a nuestra institución. 


Me gustaría que -si el SEÑOR PRESIDENTE lo permite- hiciera uso de la palabra la señora 
Consuelo Behrens de Antía. 


SEÑORA BEHRENS DE ANTÍA.- Quiero sumar otras reflexiones a las que ya se han hecho. Me 
pregunto: ¿qué sería de esas familias que tienen niños sin brazos y sin piernas, que no se pueden 
mover por sí solos y que hay que atender permanentemente? ¿Cómo va a trabajar ese padre, esa 
madre? ¿Qué desarreglo se produce en una familia con casos como estos? Créanme, señores 
Legisladores, que en el Uruguay solamente nosotros brindamos ese servicio: vamos a buscar a los 
niños a sus casas, los sacamos de allí, liberamos a los padres para que puedan trabajar y los llevamos 
al colegio. Realmente, pasan divino, se quieren, tienen una solidaridad sorprendente. Es emocionante 
ver esto. Los invito a que vayan un día cualquiera para ver cómo funciona la Escuela, lo que se les da, 
así como también el espíritu de ayuda mutua que existe. Hay que resaltar que estos niños no se 
sienten inferiores; al contrario, un niño que tiene mal una pierna, empuja la silla de otro, o uno que no 
puede caminar, es ayudado por dos compañeros. Todo se hace de esa forma fantástica. Realmente, 
hay que vivirlo para darse cuenta de cómo funciona la Escuela. Sin nuestra institución, esos chicos no 
tendrían nada de eso, estarían en un rincón de su casa modesta, sin poder salir, con padres que no 
pueden trabajar, en hogares que generalmente -y lo digo con dolor- funcionan mal porque se les ha 
agregado un ingrediente que no esperaban. Todo esto lo hacemos nosotros, con un amor y un 
entusiasmo contagioso que espero poder trasmitirles. La Embajada de Japón nos hizo una donación y 
gracias a ella construimos aulas en la Planta Baja para que los niños no tuvieran que subir a la Planta 
Alta a tomar sus clases, a la que sólo se ascendía por un ascensor donde iba uno por vez, y nosotros 
temblábamos, siempre rogando para que no pasara nada y que no hubiera que evacuar porque no sé 
que habría pasado. La Embajada entendió la situación que vivíamos y, reitero, hizo esa donación. Los 
trabajos quedaron estupendos, pero hay que realizar tareas de mantenimiento. El Programa “Desafío al 
Corazón” nos regaló una piscina maravillosa, pero tuvimos que comprar una grúa para bajar a los 
chicos al agua y cambiar el sistema eléctrico y de aprovisionamiento de agua. 


Si me dejan hablar no van a recibir a nadie más, pero pienso que, por lo menos, una semilla 
sembrada les voy a dejar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Hemos escuchado las necesidades que tienen y, sin duda, precisan ayuda. ¿Cuánto 
dinero necesitan como para no tener problemas? Estamos hablando de recursos a veces escasos, 
pero para brindarles nuestro aporte es necesario que conozcamos el monto. Lo peor es hacer un 
esfuerzo y que éste sea insuficiente. 


SEÑOR GARCÍA.- El Ejercicio 2007 cerró con una pérdida preliminar del orden de $ 1:200.000 o $ 
1:300.000, pese a haber hecho ingentes esfuerzos a lo largo de todo el año en procura de donaciones 
de todo tipo y especie. Además, recibimos apoyo del INDA -que nos provee la alimentación- y de 
campañas como la impulsada este año por la “Criolla”, cuya recaudación fue destinada a nuestra 
institución. De todas maneras, igualmente existe un déficit que se explica por el hecho de que el 75% 
de los gastos de la Escuela corresponde a mano de obra, porque los niños son totalmente 
dependientes. La relación que tenemos en la Escuela es de dos a uno: contamos con 47 funcionarios 
y hay 90 niños. 


Cabe recordar que esta Escuela se fundó en la época en que la poliomielitis atacó a niños 
que eran sanos mentalmente pero que no podían desplazarse. Ahora bien, como la enseñanza pública 
y la privada no los atendían, no pudieron ser escolarizados. Cuando se solucionó el problema de esta 
enfermedad, el espectro fue cambiando y se pasó a tratar a niños con parálisis cerebral. Actualmente, 
si bien la medicina los puede salvar -lo que antiguamente no sucedía- de todas maneras deben ser 
acompañados a lo largo de toda su vida. Estos niños que fueron salvados y padecen de una 
enfermedad cerebral, no están aptos para alimentarse por sí mismos ni para trasladarse por sus 
propios medios. 


Como decía, la Escuela gasta el 75% de su presupuesto en profesionales, técnicos y 
auxiliares, que comprende a choferes, cocineras e, incluso, a todo el personal que da de comer en la 
boca a estos niños. Cada vez más se requiere la presencia de los auxiliares para cambiarles los 
pañales, mudarlos de ropa y ponerles sondas. Todo ese gasto corresponde a mano de obra. 


El presupuesto operativo en sí mismo -luz, agua, teléfono y demás- representa una mínima 
parte, porque aun recortándolo a cero, podríamos seguir trabajando. 


Ante el problema de que los gastos se incrementan y los ingresos se mantienen fijos, 
creemos que la única forma posible de equiparar el presupuesto es el recorte de gastos, pero eso iría 
en contra de los propios chicos. Si tuviéramos que reducir gastos, lo haríamos sobre los de mano de 
obra. 


Por otro lado, los laudos nos elevan aun más el gasto. Sobre este tema hemos hablado con 
las autoridades del Banco de Previsión Social porque a nosotros nos paga $ 2.300 por niño. El mismo 
monto se abona a un club de barrio -o a una ONG- que se encarga de llevar a los chicos cuatro horas 
por día, tres veces a la semana, para recuperarse de alguna enfermedad. Y también le paga la misma 
cantidad a un club de niños, al que concurren cuatro horas todos los días. Sin embargo, a la Escuela 
los niños asisten ocho horas. Entonces, es injusto que nosotros cobremos de la misma manera. En 
definitiva, consideramos que el sistema todavía no está ideado para apoyar a la discapacidad. 


Desde el año 2001, la partida que obtenemos por la vía de Presupuesto se ha mantenido 
incambiada y no ha sido, siquiera, ajustada por el IPC. Esta situación nos ha pegado fuerte junto a todo 
lo demás y por esa razón es que recurrimos a ustedes, no sólo para trasmitirles el problema sino 
también para pedirles apoyo, el mismo que estamos gestionando a nivel de organizaciones como el 
Banco de Previsión Social y a nivel particular. Además, manejamos la idea de llevar a cabo algún tipo 
de campaña publicitaria. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, ¿ustedes manejan una cifra de $ 1:000.000? 


SEÑOR GARCÍA.- Como señalé, el año pasado cerramos con un déficit aproximado de $ 1:000.000 y 
no es de extrañar que, en función de los incrementos registrados, este monto sea mayor. 


SEÑOR HEBER.- No pretendo insumir más tiempo porque tenemos otras delegaciones que recibir, 
pero nuestros visitantes manifestaron que si bien pudieron sortear muchos inconvenientes mediante 
donaciones y asistencias, igualmente quedaron con un déficit de $ 1:000.000. 


SEÑOR GARCÍA.- Es verdad, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, como aquí lo importante es que puedan cumplir la misión sin tener que 
salir desesperadamente a buscar donaciones, quisiera saber si creen que con una cifra de $ 1:000.000 
estarían solucionando su situación o si necesitan $ 2:000.000. 


SEÑOR GARCÍA.- Podríamos pedir más, pero el problema no es cuánto pedimos. Llegamos a la cifra 
de $ 1:200.000 luego de un año en que todo el esfuerzo que hicimos fue brutal, pero, además, hay 
gastos que se generan por encima de esto. En realidad, se trata de cifras preliminares porque todavía 
no contamos con los números finales, pero pensamos que no se puede pedir menos de eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece su presencia. 
(Se retira la delegación de la Asociación Nacional para el Niño Lisiado 


"Escuela Franklin Delano Roosevelt") 


(Ingresan los representantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


Es un gusto para la Subcomisión de Audiencias recibir a la Asociación de Magistrados del 
Uruguay. 


Tienen la palabra. 


SEÑORA DAMASCO.- Mi nombre es Anabella Damasco y estoy en la recta final en el ejercicio de la 
Presidencia de la Asociación de Magistrados del Uruguay, por lo que esta es una de mis últimas 
presentaciones públicas en defensa de lo que nuestra Asociación entiende adecuado. 


A quienes -según se nos informó- son los siete integrantes de esta Subcomisión, les hicimos 
llegar una carpeta que contiene nuestro planteo, nuestro pedido a la Suprema Corte de Justicia en 
ocasión de elaborar el proyecto del Poder Judicial, nuestra propuesta a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto sobre autonomía financiera y también una selección de los artículos que apoyamos del 
proyecto remitido por la Suprema Corte de Justicia. 


En ese sentido, para hacerlo breve, entendible y no abusar de su tiempo, pero para que, a su 
vez, quede exactamente claro cuáles son nuestros planteos, nos referiremos, ante todo, a algunas 
propuestas que contiene el mensaje de la Suprema Corte de Justicia y que fueron incluidas a iniciativa 
de esta Asociación de Magistrados. 


En primer lugar, está la creación de cargos para el Tribunal de Apelaciones de Trabajo y para 
el Tribunal de Apelaciones en lo Penal. En ambos casos sería un Tribunal de 4* Turno que refiere a una 
mejora en el servicio. En el caso del Tribunal Laboral, hay que tener presente el aumento de la 
conflictividad laboral de los últimos años y la necesidad de dar solución en un plazo adecuado. En el 
caso del Tribunal Penal, se trata de facilitar la duración de los procesos penales, haciendo que 


podamos llegar a uno de los reclamos más reiterados de los últimos tiempos y que ha sido motivo de 
preocupación del Poder Judicial, que es la existencia de presos sin condena. 


Por otro lado, las normas procesales corresponden a los artículos 48 y 49; el artículo 48 
refiere a una mera modificación de lo que significa una sentencia penal dictada fuera de plazo que, en 
este momento, en el Código actual, debe ser declarada nula a diferencia de lo que sucede en el 
proceso civil donde, sin perjuicio de las observaciones funcionales al Magistrado, la sentencia es válida 
y eso redundaría, sin dudas, en que no haya un perjuicio para el justiciable sometido a la decisión de 
condena del sistema penal. 


En segundo término, la norma de actualización procesal es una más de las tantas que se 
encuentran a estudio de este Parlamento en el proyecto de actualización del Código General del 
Proceso que fue enviado, el año pasado, por la Suprema Corte de Justicia. 


Hay propuestas de la Suprema Corte de Justicia que no fueron iniciativa de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay, pero que sí fueron apoyadas por dicha Asociación, que son las siguientes: la 
creación de los Juzgados Letrados Especializados en materia de crimen organizado y los de violencia 
doméstica. 


Por otro lado, también apoyamos un incremento del 10% del crédito presupuestal para todos 
los escalafones. Nuestro planteo a la Suprema Corte de Justicia fue que se derogara la exclusión de la 
que habíamos sido objeto en el Presupuesto Nacional, con respecto a la recuperación salarial. Habida 
cuenta de la situación de mejora indudable, de acuerdo con los números dados por el Ministerio de 
Economía y Finanzas, entendemos que este es el momento adecuado para que no se nos mantengan 
excluidos de la recuperación salarial. Es por eso que aun cuando no se contempla la recuperación 
salarial del período del 10%, apoyamos esta iniciativa. 


Hay propuestas realizadas por la Asociación de Magistrados del Uruguay que no fueron 
recogidas en el Mensaje de la Suprema Corte de Justicia y que, no obstante, queremos mencionarlas, 
porque hacen a lo que es la propuesta integral de lo que esta Asociación ha sostenido, que son: la 
creación de cargos de Juzgados Letrados de Ejecución Penal y cargos de suplente, por razones obvias 
que ya hemos reiterado en anteriores ocasiones y que venimos manteniendo desde el Presupuesto; la 
transformación de los cargos de Jueces de Paz Rural en cargos de Jueces de segunda categoría, 
habida cuenta de la política de supresión de cargos y la no existencia, salvo en uno de los casos, de 
Jueces de Paz Rurales en la actividad; la incorporación de algo que ha sido muy caro para la 
Asociación Uruguaya de Magistrados, que es una norma sobre capacitación obligatoria de los 
Magistrados. Todas estas aspiraciones, repito, han sido reiteradas por nosotros desde el Presupuesto 
Nacional y entendemos que son muy importantes tanto para la carrera judicial como para mejorar el 
servicio de justicia que brindamos. 


Por otra parte, nos vamos a referir a una norma que fue aprobada en la Cámara de 
Representantes sin iniciativa de la Suprema Corte de Justicia ni del Poder Ejecutivo. Es el artículo 396 
del texto aprobado por el Plenario de la Cámara de Representantes relativo al ingreso de personal no 
jurisdiccional del Poder Judicial. En este sentido, queremos decir que el control de esas decisiones de 
órganos judiciales en materia de gobierno supone una evaluación y un juicio de conducta de los 
mismos. Queremos recordar a los señores Senadores algo que, sin duda, sabrán qué es -en este 
caso-: la discrecionalidad de la Suprema Corte de Justicia, que está dada por lo previsto en el numeral 
7” del artículo 239 de la Constitución. 


Por último -pero no menos importante- tenemos una norma que fue rechazada en la Cámara 
de Representantes, pero que tenía iniciativa del Poder Ejecutivo. Me refiero al artículo 3? del Mensaje 
del Poder Ejecutivo, que facultaba a éste a otorgar, a partir del 1% de marzo de 2010, una partida 
adicional para determinados cargos, entre otros, los de los señores Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, en el supuesto de que esa inclusión no significara alterar o derogar la escala salarial que los 
jueces tenemos, dada por el artículo 85 de la Ley Orgánica de la Judicatura N* 15.750. 


Voy a ceder la palabra ahora al doctor Alberto Reyes, sin perjuicio de quedar a disposición 
para las consultas que los señores Senadores deseen formular. 


SEÑOR REYES.- En el supuesto de que el inciso final de ese artículo proyectado por el Poder 
Ejecutivo y no aprobado en la Cámara de Representantes no signifique la derogación de la escala 
salarial mencionada, entendimos que esa norma podía estar en sintonía con una propuesta que el año 
pasado hicimos llegar a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, partiendo de la consideración de 
que tenemos un problema en materia de autonomía financiera. En esa propuesta decimos lo siguiente: 
“Teniendo presente que la Constitución establece que el Poder Judicial es uno de los Poderes del 
Estado, depositario de soberanía indirecta, su autonomía financiera es sin embargo, muy relativa. La 
Suprema Corte de Justicia sólo cuenta con ella para proyectar y ejecutar el presupuesto del Poder 
Judicial. El Poder Ejecutivo puede acompañar el Mensaje de la Suprema Corte de Justicia, que 
generalmente se acota en una etapa de negociación con el Ministerio de Economía y Finanzas 
previamente, o presentar su propio proyecto. La última palabra la tiene el Poder Legislativo”. 


Cualquiera sea la interpretación de las normas constitucionales, es claro -y existe general 
consenso- a nivel de estudios teóricos y de declaraciones de organismos especializados, que la 
autonomía del Poder Judicial, en los términos en que está ejecutándose, no está suficientemente 
garantizada. Ni la Constitución ni la ley aseguran un porcentaje mínimo del Presupuesto Nacional al 
Poder Judicial. Más adelante señalamos: “Tampoco se reconoce -como ocurre en otros países- el 
derecho a la inalterabilidad, intangibilidad o irreductibilidad de las remuneraciones” de los magistrados. 
Aquí se da un fenómeno curioso, porque todos los partidos políticos han apoyado un mayor grado de 
autonomía financiera para el Poder Judicial, pero esto después no se concreta. 


En ocasión de mantener una entrevista con el SEÑOR PRESIDENTE de la República, al 
finalizar la misma, nos desafió a que le hiciéramos llegar una propuesta tendiente a consagrar un 
mecanismo que corrigiera este déficit institucional. En función de ello, esta Comisión Directiva elaboró 
y entregó las bases de una propuesta autonómica -que es uno de los anexos- que no requiere reforma 
constitucional. Por un lado, se retira el tratamiento de la retribución de los Jueces de la carrera o 
“competencia” presupuestal y, por otro, se deja al Poder Ejecutivo la fijación de un tope como 
administrador para que la Suprema Corte de Justicia pueda establecer los gastos e inversiones del 
Poder Judicial de acuerdo con su competencia constitucional, naturalmente sujeta al contralor del 
Parlamento. 


Se entiende, de acuerdo con lo que ya sostenía -entre muchos otros- el doctor Jiménez de 
Aréchaga (en su Teoría de Gobierno) que existe una conexión insoslayable entre la autonomía 
presupuestal -o, por lo menos, un mayor grado de autonomía presupuestal, que es lo que se postula- y 
la independencia judicial. El planteo en concreto de la propuesta es bastante ajustado, prevé una 
modificación legal sin necesidad de reforma constitucional -insisto- porque, más allá de la forma 
jurídica que se adopte, si existe la voluntad política de dar un mayor grado de autonomía al Poder 
Judicial, no importa que esté consagrado en la Constitución o en la ley. 


En ocasión de una comparecencia reciente de esta Comisión Directiva ante la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Representantes, un señor Diputado afirmó algo que vamos a citar 
textualmente -sin ánimo de polémica- porque nos parece que ilustra la temática. Ese señor Diputado 
dijo: “Me parece que el tema de la independencia del Poder Judicial hay que trabajarlo todos los días. 
Es bueno para todos nosotros, desde todos los ángulos. Es bueno para lo que inició como concepto la 
doctora Damasco diciendo: “aquí, para el fortalecimiento del sistema democrático” -que era el tema 
central que se trataba- y continúa: “Cuando yo hablo de la independencia, no me refiero a la 
independencia de la gestión, sino a la independencia jurisdiccional. Hablo de que los fallos se hagan 
con independencia, y para eso no alcanza ni sirve venir a decir acá que somos ricos o pobres. Si 
queremos hablar realmente de la independencia del sistema judicial -más allá del Poder Judicial- 
tenemos que hablar de muchas cosas, y eso le hace bien al sistema democrático. Ahora, si queremos 
hablar de economía, hagámoslo en el marco del tratamiento de una Ley de Presupuesto y en la 
Rendición de Cuentas, cuando corremos durante cuarenta y cinco días, y los atendemos quince 
minutos”. De ese tiempo, ya insumimos diez. En esas oportunidades tenemos la opinión del Poder 
Ejecutivo, la opinión del Poder Judicial -que muchas veces no es la de ustedes- la opinión de ustedes, 
la opinión de los funcionarios, la opinión de los defensores de oficio, etcétera. Tenemos cuarenta 
opiniones y ustedes compiten en el reparto de la torta grande de todo el Estado pero, a su vez, 


compiten con otros que quieren un pedacito más de la torta del Poder Judicial”. Recuerdo que nosotros 
hicimos algunas bromas a propósito del tamaño de ese pedacito. Y continuó diciendo el señor 
Diputado: “Perdónenme que sea tan gráfico, pero es así. Creo que nos merecemos un debate que no 
tenga cuarenta y cinco días estrictos, de los cuales nosotros disponemos, en realidad, de treinta, en el 
medio de un millón de delegaciones que vienen a decirnos cosas y a pelear, haciendo “lobby” y 
ejerciendo presión legítima, como todo gremio, para sacar -en el caso de la próxima Rendición de 
Cuentas- su futuro por los próximos dos años”. 


En definitiva, nuestra presentación terminaría diciendo que esta descarnada descripción de la 
operativa presupuestal es una realidad de la que los Jueces deberían estar al margen. 


Muchas gracias. 


SEÑORA DAMASCO.- Esta Asociación de Magistrados y los Jueces de la República sabemos que en 
ocasión del Presupuesto Nacional trabajamos con los otros gremios del Poder Judicial elaborando 
algunas propuestas, y es justo reconocer que algunos de los Legisladores aquí presentes también 
pusieron su esfuerzo, especialmente, para solucionar algunos problemas que se habían suscitado en la 
etapa de negociación con el Poder Ejecutivo; me refiero, por ejemplo, a los señores Senadores Vaillant 
y Michelini, aunque no deseo dar más nombres por temor a olvidarme de alguno. 


Somos conscientes de ese trabajo que se hizo en cuanto a la voluntad de otorgar al Poder 
Judicial determinadas partidas distintivas. Ocurre que hoy vemos que, por un lado, hay algo bueno, 
esto es, cierta recuperación que permite, como dijimos -más allá de algunas normas sin costo que 
nunca sabemos por qué luego no se incluyen, dado que jamás se nos da una alternativa ni se nos 
explica el motivo- que no se mantenga nuestra exclusión de la recuperación salarial en -al menos en lo 
que tiene iniciativa la Suprema Corte de Justicia- el 10% del que hablamos. Por otro lado, sin embargo, 
advertimos que en estas etapas se ingresan cuestiones sobre las cuales no se nos ha pedido opinión, 
que no tienen iniciativa del Poder Ejecutivo ni del Poder Judicial y que se trata de temas bastante 
serios, respecto de los cuales los Magistrados también estamos pendientes. A su vez, nosotros 
creemos que todo esto quedaría solucionado, para bien de todos y no solamente de los Jueces, si en 
algún momento avanzáramos -más allá de lo que hoy egoístamente pretendemos de esta Rendición de 
Cuentas- en un proyecto serio y comprometido de todo el país a los efectos de lograr un mayor grado 
de autonomía financiera. 


Es cuanto deseo manifestar y, naturalmente, quedo a las órdenes para responder las 
preguntas que formulen los señores Senadores. 


SEÑOR REYES.- Deseo advertir que, respecto del artículo 4% del Mensaje de la Suprema Corte de 
Justicia, que prevé un 10% para todos los escalafones, en la Cámara de Representantes, creo que la 
Diputada Peña, del Partido Nacional, formuló un planteo que supongo obedeció a alguna objeción 
formulada por los funcionarios en cuanto a que, tal como está establecido por la Suprema Corte de 
Justicia, ese incremento aumentaría la brecha en tanto repercutiría en las partidas y en las 
contribuciones adicionales. En concreto, la propia Diputada planteó la alternativa de aplicar esa partida 
únicamente al sueldo básico. En su oportunidad, la Suprema Corte de Justicia respondió que era 
legalmente imposible porque, de acuerdo con las leyes respectivas de liquidación de partidas, esa 
consecuencia era automática. Nosotros planteamos la alternativa -creemos que es posible y sería de 
justicia, sin perjuicio de que no compartimos el tema de la brecha salarial, pero suponiendo que 
después fuera compartido por el Parlamento- de que la partida proyectada se aplique únicamente al 
sueldo base de todos los escalafones. Simplemente alcanza con que la norma exprese que no tendrá 
consecuencias o que no afectará a las partidas, etcétera, subsanando de esta manera la objeción 
legal que planteó el equipo de la Corte como impedimento para un “Plan B”, digamos, que es lo que 
nosotros estamos dejando presente. 


Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Agrupación de Trabajadores de la Meteorología 
Nacional ATMN) 


Recibimos con mucho gusto a los representantes de la Agrupación de Trabajadores de la 
Meteorología Nacional, y les aclaramos que disponen de quince minutos para efectuar sus planteos. 


SEÑOR LABRADOR.- Integramos la Agrupación de Trabajadores de la Meteorología Nacional -filial 
de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado- único grupo sindicalmente 
organizado de trabajadores civiles de la Dirección Nacional de Meteorología, unidad ejecutora 039 del 
Inciso 03, Ministerio de Defensa Nacional. 


Solicitamos al SEÑOR PRESIDENTE de la Subcomisión y a los señores Senadores que la 
integran que, al amparo de los artículos 30 y 318 de la Constitución de la República, así como de las 
disposiciones 117 y 118 del Decreto 500, tengan a bien considerar para su tratamiento, inclusión y 
posterior aprobación en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal de la República, los asuntos que expondremos a continuación. La primera parte refiere a 
las disposiciones de carácter funcional que no requieren fondos presupuestales. 


En primer lugar, solicitamos que se modifique un artículo de una ley cuya aplicación impide el 
libre ejercicio de los derechos sindicales de los trabajadores civiles del Ministerio de Defensa Nacional, 
para lo cual proponemos que la redacción sea la siguiente: “Modifícase el artículo 79 de la Ley N* 
14.157 Ley Orgánica Militar, que quedará redactado de la siguiente forma: 'Las funciones de apoyo a la 
seguridad están determinadas por las necesidades de la seguridad y defensa nacional. La revelación 
de información militar, la interrupción del servicio, y la demanda colectiva constituyen causas de 
exoneración para los funcionarios militares del Ministerio de Defensa Nacional y sus dependencias”. 


Con esta modificación, que solamente consiste en agregar la palabra “militares”, se 
especifica cuáles son los funcionarios que no pueden realizar demandas colectivas e interrupciones de 
servicio, recuperando los civiles del Ministerio de Defensa Nacional el libre ejercicio de sus derechos 
ciudadanos consagrados en la Constitución de la República, especialmente los expresados en los 
artículos 29, 38, 39, 54 y, específicamente, lo dispuesto por el artículo 57. Esta modificación es de vital 
importancia, ya que la redacción vigente del artículo 79 de la Ley N* 14.157 es el argumento legal de la 
Asesoría Letrada de la Dirección Nacional de Meteorología utilizado, desde nuestra percepción, para 
entorpecer el libre ejercicio de los derechos sindicales de los trabajadores civiles de la unidad 
ejecutora. Entre otros asuntos, se impide el descuento directo en el recibo de sueldo de los 
funcionarios de la cuota de afiliación al sindicato, argumentando que esto es contrario a los principios 
del Ministerio de Defensa Nacional, ya que se sostiene que no puede haber sindicatos dentro de ese 
Ministerio y sólo se aceptan asociaciones de funcionarios. 


En segundo término, se solicita eliminar un artículo de una ley que consideramos no respeta 
la carrera funcional de los trabajadores civiles del Ministerio de Defensa Nacional. Por ello, pedimos 
que se incluya en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas a estudio de los señores Senadores 
una disposición que establezca lo siguiente: “Derógase el artículo 113 de la Ley N* 17.296”. ¿Por qué 
aspiramos a que se elimine esta norma jurídica? Veamos lo que expresa el artículo 113 de la Ley N* 
17.296, de 21 de febrero de 2001: “Establécese que las designaciones a que se refiere el artículo 1% de 
la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, en la redacción dada por el artículo 30 de la Ley N* 
16.697, de 25 de abril de 1995, relativas a la provisión de cargos civiles en el Inciso 03 “Ministerio de 
Defensa Nacional”, podrán recaer en funcionarios públicos pertenecientes al Escalafón K (Personal 
Militar), que cuenten como mínimo con 3 años de antigúedad”. En nuestra opinión, este artículo 
perpetúa la usurpación de cargos en los organismos del Estado que durante la última dictadura cívico- 
militar pasaron a la órbita del Ministerio de Defensa Nacional y hoy son considerados por el propio 
Gobierno servicios no militares. La vigencia de esta potestad que se atribuye al Ministerio de Defensa 
Nacional de ocupar cargos de carrera del personal civil con personal militar en actividad o retiro es, 
para nosotros, inaceptable en el marco del Estado de Derecho. Pero, además, la vigencia de esta 
potestad, que se arrastra desde el período de facto y se consagró con el artículo que se pide eliminar, 
constituye motivo de conflicto permanente en los organismos afectados, entorpeciendo la gestión 


administrativa y quitando garantías a los trabajadores civiles, que ven avasallados sus derechos por 
mandos medios y superiores que, desconociendo las normas que rigen a los funcionarios públicos 
civiles, aplican la supervisión con un estilo autoritario verticalista que no se condice con las formas 
modernas de gestión eficaz y eficiente que requieren los organismos no militares del aparato estatal. 
Por otra parte, la vigencia de esta potestad paradójicamente es totalmente contraria a la nueva 
dirección civil que el actual Poder Ejecutivo le quiere dar a la gestión del Ministerio de Defensa 
Nacional. 


Proponemos, entonces, este sencillo artículo para concretar un imprescindible cambio y 
avance democratizador, que no cuesta un solo peso al Estado, dado que no es necesario crear nuevos 
cargos públicos puesto que de lo que se trata es de que los cargos presupuestados sean ocupados por 
los funcionarios para los cuales se crearon. Aplicando un criterio de equidad y reciprocidad, si 
continuara vigente el artículo 113 de la Ley N* 17.296, debería autorizarse también al personal civil a 
ocupar cargos militares; pero a nadie en su sano juicio se le ocurriría nombrar a un funcionario civil de 
la Administración Central para que dirija un escuadrón aéreo de combate, una división de caballería 
blindada o una tropa de soldados realizando maniobras de toma de un objetivo militar. Es más, aunque 
hubiera funcionarios civiles capacitados para tales fines, seguramente las autoridades militares, como 
es lógico, se opondrían tenazmente a tal posibilidad, ya que distorsionaría completamente el mando de 
nuestras Fuerzas Armadas. 


Se concluye, entonces, que es completamente incongruente e inconveniente la vigencia del 
artículo 113 de la Ley N* 17.296. De ahí que solicitamos su eliminación. Al final del repartido que 
entregamos a los señores Senadores incluimos la redacción que elaboramos para el último Congreso 
de COFE junto con los compañeros de la Asociación de Funcionarios de Aviación Civil, de una posible 
reglamentación a efectos de que la aplicación del artículo propuesto no ocasione distorsiones en la 
gestión y preserve los derechos adquiridos de los funcionarios militares implicados. 


En tercer lugar, se solicita modificar otra norma jurídica a efectos de garantizar el ingreso 
transparente a la función pública en el Ministerio de Defensa Nacional, para lo cual proponemos el 
siguiente artículo: “Modifícase el artículo 82 de la Ley N* 17.930, que quedará redactado de la siguiente 
forma: 'Los cargos del personal militar y civil deberán ser provistos a través del sistema de concurso de 
oposición y méritos, en el caso de ingresos, y mediante las reglas de ascenso, cuando el personal ya 
se encontrase cumpliendo funciones.” 


Proponemos esta modificación para mejorar la gestión y dar cumplimiento al principio de 
igualdad de oportunidades, asegurando el ingreso transparente a la función pública en el Ministerio de 
Defensa Nacional. Actualmente, el artículo habla de “oposición y/o méritos”; entonces, al eliminar “y/o” 


y dejar sólo la conjunción “y”, la Administración queda obligada a la realización de concursos de 
oposición y también de méritos. 


Teniendo en cuenta que para la contratación de sesenta funcionarios civiles en la Dirección 
Nacional de Meteorología se presentaron 1.300 aspirantes al llamado que hubo en junio de 2007, 
consideramos conveniente para un mejor aprovechamiento de los dineros públicos, que el ingreso de 
nuevos funcionarios en la Dirección Nacional de Meteorología se realice mediante concurso de 
oposición y no solamente mediante el de méritos; o, de lo contrario, ante igualdad de perfiles de 
aspirantes, aplicar el sistema de sorteo. En los recientes ingresos de personal a la Dirección Nacional 
de Meteorología no hubo prueba de oposición ni sorteo; sólo se hizo una selección por méritos en base 
a una tabla de coeficientes -publicada por el propio Ministerio de Defensa Nacional en su página web- y 
luego de seleccionados los sesenta aspirantes, estos fueron entrevistados personalmente por el señor 
Director de Meteorología. 


Considerando que no ha existido prueba de admisión ni sorteo, por respeto a los 1.240 
ciudadanos a los que no se tuvo en cuenta, solicitamos a nuestros Senadores de la República que 
realicen las gestiones ante las autoridades correspondientes para que a efectos de preservar el 
principio de igualdad de oportunidades, y en aras de la transparencia a la que continuamente se hace 
referencia desde el Gobierno, el Ministerio de Defensa Nacional publique, al menos en su página web, 
los resultados de la evaluación de la totalidad de los aspirantes inscriptos al llamado, ya que 
supuestamente debería existir un orden de precedencia en concordancia con los puntajes dispuestos 


por el propio Ministerio de Defensa Nacional, del cual surgieron luego los funcionarios contratados a 
término. También en aras de la transparencia de la gestión, solicitamos que se publiquen los nombres y 
apellidos de los aspirantes que fueron finalmente contratados. De esta forma, se darían garantías a 
todos los ciudadanos que participaron del llamado y se eliminarían las suspicacias y comentarios que 
ya existen en la propia Dirección Nacional de Meteorología respecto a la forma de selección de los 
aspirantes. 


Con respecto a los funcionarios civiles contratados recientemente a partir del llamado al que 
hicimos referencia, debemos expresar que nos preocupa sobremanera el hecho de que en muchos 
casos no se están respetando sus derechos laborales, ya que los nuevos funcionarios están 
cumpliendo tareas en horas nocturnas y días inhábiles, sin que se les paguen las compensaciones que 
corresponden por el artículo 175 de la Ley N* 15.809 o, en su defecto, se les compense con reducción 
de la carga horaria, como lo dispone la normativa jurídica. Independientemente de las condiciones del 
contrato que suscribieron los aspirantes seleccionados con la Administración, consideramos que un 
contrato laboral entre un privado y el Estado no puede estar por encima de una normativa legal y, por lo 
tanto, las condiciones pactadas no pueden exigirse si no se ajustan al Derecho Laboral. 


En cuarto lugar, se solicita la inclusión de un artículo que obligue al Ministerio de Defensa 
Nacional a respetar la carrera funcional y el sistema de ascenso de los funcionarios civiles de la 
Administración Central. El artículo propuesto diría lo siguiente: “Los cargos civiles de Director de 
División, Subdirector de División, Jefe de Departamento y Subjefe de Departamento, Jefe de Sector, 
Jefe de Sección o equivalentes, en el Inciso 03, “Ministerio de Defensa Nacional”, recaerán únicamente 
en funcionarios civiles de carrera presupuestados, conforme a lo dispuesto por el régimen de ascenso 
de los funcionarios de la Administración Central, de acuerdo a lo establecido por el Estatuto del 
Funcionario y por el Decreto del Poder Ejecutivo N* 302/996, de fecha 31 de julio de 1996” 


En lo que respecta a la Dirección Nacional de Meteorología, el ocupar cualquier posición que 
determine formar parte del proceso de toma de decisiones y supervisar personal, no depende de la 
voluntad del funcionario, ni de que el mismo haya ganado un cargo por concurso, sino que se accede a 
dichas posiciones por decisiones propias, unilaterales y discrecionales del Director Nacional de 
Meteorología y de los Directores de División, que designan a determinados funcionarios como si fueran 
cargos de particular confianza. El hecho en sí no sería tan grave si no fuera que constituye un requisito 
interno para acceder por concurso a los puestos mejores remunerados, el ocupar previamente un 
cargo que implique supervisar personal. 


O sea que, antes de participar en los concursos de oposición y méritos, es necesario haber 
sido designado directamente por un supervisor; de lo contrario, aunque se en cursos requeridos para el 
cargo por la Oficina Nacional del Servicio Civil, directamente el Tribunal de Promociones dirá que no 
reúne los requisitos y el funcionario será desestimado. Esta forma encubierta de digitar los ascensos 
en la Dirección Nacional de Meteorología se consolidó en el último período de facto, se mantuvo en las 
anteriores administraciones y continúa hoy vigente, configurando situaciones que para nosotros son 
irregulares y contrarias a Derecho, que dan lugar a la presentación de recursos administrativos que 
entorpecen la gestión normal de la institución. 


Los trabajadores organizados consideramos que es imprescindible, para una gestión eficaz y 
eficiente, asegurar el cumplimiento a cabalidad de la normativa jurídica; y para la eliminación de lo que 
consideramos formas de amiguismo o favoritismo personal, proponemos que se establezca 
claramente por ley cómo debe accederse a los cargos. 


En nuestra opinión, ningún puesto funcional en la Dirección Nacional de Meteorología y en 
otras unidades ejecutoras del Ministerio de Defensa Nacional deberían continuar nombrándose 
arbitrariamente. Existe una normativa vigente que establece cómo se accede a los cargos de la 
Administración Central y el TOFUP determina claramente cuáles son los de particular confianza. Los 
cargos de Director de División y todos los de inferior jerarquía no son cargos de particular confianza. 


Ahora abordaría la segunda parte, que comprende las disposiciones de carácter 
presupuestal, es decir, las que sí tienen costos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto si el material que están leyendo es el mismo que nos han 
entregado. 


SEÑOR IZAURRALDE.- Exactamente, SEÑOR PRESIDENTE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informo a nuestros visitantes que el tiempo de que disponen está terminando, 
y podrían quedarse sin enfatizar los puntos más importantes. En función de esto, sin coartar la 
posibilidad de que terminen de expresarse, les pediría que redondeen su pensamiento haciendo 
referencia a los puntos que consideren cruciales. 


SEÑOR IZAURRALDE.- Precisamente, queríamos plantear una propuesta de carácter presupuestal, 
es decir, que tiene costo. Concretamente consiste en autorizar una partida para gastos de 
alimentación, ya que prácticamente somos los únicos funcionarios del Inciso 03 “Ministerio de Defensa 
Nacional”, que no tenemos ninguna posibilidad de complemento alimentario. A los funcionarios civiles 
de otras unidades ejecutoras del Inciso se les paga un equivalente en tiques de alimentación, otros 
funcionarios no civiles del Ministerio de Defensa reciben directamente alimentación en sus unidades 
ejecutoras, pero tenemos compañeros que están trabajando en lugares donde es muy caro acceder a 
la alimentación. Por ejemplo, la Dirección Nacional de Meteorología no tiene un comedor o una cantina 
y no le da absolutamente nada a sus funcionarios. 


Para tratar de dar solución a este tema, en la página 5 planteamos la posibilidad de que exista 
una partida -que calculamos en $ 10 pesos la hora por cada funcionario- que sería para todo el 
personal de la Dirección Nacional de Meteorología. Aclaro eso porque hay funcionarios militares y 
civiles equiparados, y ninguno tiene complemento alguno; todos recibimos el mismo tratamiento. 


Un artículo de la Rendición de Cuentas del año pasado posibilitó que se diera un 
complemento de carácter social a los funcionarios; en ese momento, le pedimos a la Comisión de 
Presupuesto integrada con la de Hacienda de la Cámara de Representantes que se incluyera al 
personal civil y así se hizo, pero el Ministerio de Defensa Nacional consideró que su redacción hacía 
referencia a los boletos y no incluía los tiques de alimentación. Entonces, prácticamente somos la única 
unidad ejecutora que no tiene ningún complemento de esa naturaleza. 


Pienso que se tendrían que analizar los números de la Cartera, y de las partidas que votaron 
los señores Legisladores, tratar de que se pueda sacar algo para los tiques de alimentación de los 
funcionarios de Meteorología. 


Esta es, reitero, la propuesta de carácter presupuestal. Las consideraciones que hicimos 
antes referían a modificaciones de leyes vigentes que, creemos, apuntan a democratizar la sociedad y 
recuperar derechos ciudadanos. Por esa razón, consideramos importante que ellas se concreten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
la de Hacienda les agradece la presencia en este ámbito y les informa que el material que entregaron 
le será remitido a cada uno de los señores Senadores, tanto los que se encuentran aquí como los que 
no están presentes. 


SEÑOR IZAURRALDE.- Antes de retirarnmos queremos solicitar que se envíe copia de la versión 
taquigráfica al señor Ministro de Defensa Nacional, al SEÑOR PRESIDENTE de la República y al señor 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 


(Se retira de Sala la Agrupación de Trabajadores de la 


Meteorología Nacional -ATMN-) 


(Ingresa a Sala el Sindicato de Fiscalías) 


La Subcomisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el 
gusto de recibir al Sindicato de Fiscalías del Uruguay. 


Les informamos que, debido a la nutrida agenda que tenemos, cuentan con un máximo de 
quince minutos para realizar sus planteos. 


SEÑOR PRANDO.- Soy Presidente del Sindicato y pediría al SEÑOR PRESIDENTE que le ceda la 
palabra al señor Basalo, Vicepresidente del Sindicato de funcionarios. 


SEÑOR BASALO.- Nosotros abordaremos directamente el tema que nos atañe, sin perjuicio 
de que les hemos hecho llegar un memorando con una serie de artículos, algunos de los cuales tienen 
costo y otros no. En primer lugar, analizaremos los que no tienen costo. 


Hasta la fecha, los funcionarios están cobrando una compensación que corresponde a una 
partida discrecional del jerarca. En su momento, nosotros acordamos con la Fiscal de Turno, la doctora 
Élida Fajardo, una forma de redistribución de esos recursos a los efectos de mejorar las 
remuneraciones de los funcionarios. Esas compensaciones se han venido manteniendo y, más allá de 
algunos inconvenientes generados en cierta ocasión, en uno de estos artículos solicitamos la 
salarización de dichos recursos. En definitiva, se trata de recursos permanentes que tiene el 
organismo, que están distribuidos y los cobran mensualmente los funcionarios, pero queremos dar 
seguridad a los compañeros acerca de que estas partidas las van a seguir cobrando. ¿Por qué? 
Porque como dije, son partidas discrecionales del jerarca y, más allá de que hubo un acuerdo, él tiene 
la potestad para disponer, en cualquier momento, su rebaja o su eliminación. 


Por otro lado, nosotros cobramos proventos sobre las recaudaciones de registros públicos, 
que son ingresos mensuales y permanentes de los funcionarios, y también solicitamos que, en la 
misma sintonía que el Poder Ejecutivo ha hecho otros artículos, se puedan salarizar estos proventos. 
Proponemos que los recursos de afectación especial que provienen de la Ley N* 16.736, tanto para los 
funcionarios de la Fiscalía de Corte, de la Procuraduría, como de la Fiscalía de Gobierno, pasen a 
Rentas Generales, y que ella financie una partida que sea el equivalente al promedio del año anterior. 


Hay otro artículo -creo que en la Rendición de Cuentas hay algo parecido pero no igual- por 
el que solicitamos que las vacantes que se produzcan dentro del organismo no sean suprimidas. La 
razón de esto es muy simple: se supone que el Ministerio Público debe funcionar y tiene una estructura 
con determinada cantidad de funcionarios, pero cuando se jubilan, fallecen o son redistribuidos, la 
única forma de nutrirmmos nuevamente de funcionarios es apelando a redistribuciones desde otro 
organismo hacia el nuestro. En los últimos años hemos bajado la plantilla de funcionarios, aun cuando 
ha aumentado la cantidad de Fiscalías y de trabajo. En resumen, en primera instancia solicitamos que 
las vacantes no sean eliminadas, para tener la oportunidad de que sean ocupadas a través de los 
concursos correspondientes. 


De la misma forma, llama la atención la forma en que están distribuidos los recursos 
humanos del organismo. En este aspecto, solicitamos un artículo que permita al Ministerio Público 
realizar una reestructura fuera de los tiempos que establece la normativa vigente, de tal manera que se 
pueda aggiornar la forma de trabajo de las Fiscalías, tanto nacionales como departamentales. Hay 
muchos funcionarios que están dispuestos en oficinas que son de apoyo y no sustanciales, como lo 
son las Fiscalías del interior o las nacionales. 


Asimismo, hay otras formas de trabajar que tienen las Fiscalías que pretendemos cambiar 
mediante esta reestructura. 


Además, queremos dar cierta jerarquía a todo el plantel de funcionarios, puesto que en el 
interior del país no tienen carrera administrativa. Dado que todos los cargos de jefatura están en 
Montevideo, dentro de las Fiscalías departamentales no hay para los funcionarios una estructura ni un 
incentivo acordes con el trabajo que realizan. Si un funcionario que ingresa como Administrativo |1l - 
redistribuido, porque reitero que no hay otra forma de acceder- sólo puede pretender llegar al cargo de 
Administrativo | o, eventualmente, con algo de suerte y viviendo cerca de Montevideo, ser Jefe de 
Sección, es obvio que no hay un incentivo para que estos funcionarios se instruyan y puedan realizar 
su función como pretendemos. 


En la reestructura que técnicos en la materia ya han diseñado para el sindicato, queremos que 
se incluyan áreas de instrucción para los funcionarios, porque la que muchas veces les brinda Servicio 
Civil no abarca todos los aspectos que maneja un funcionario dentro de lo que son las Fiscalías, tanto 
departamentales como nacionales. 


Dentro de los artículos que no tienen costo, encontramos una redistribución de recursos del 
rubro; se trata de economías por vacantes dentro de la Procuraduría General de la Nación, por el 
hecho de que quedan dentro del organismo. No se pretende que la redistribución anual de estos 
recursos sea permanente, pero sí mientras no se ocupen las vacantes del organismo, para mejorar, 
eventualmente, las retribuciones de los funcionarios. En tanto se vayan ocupando las vacantes, esos 
recursos disminuirán y la redistribución será menor. 


Hay otro artículo que no atañe directamente al ingreso de los funcionarios, que es la 
trasposición del rubro de horas extras que tiene el organismo, ya que no lo utiliza desde hace muchos 
años, porque a partir de 2002, como esos rubros no habían sido afectados, no se podían volver a 
afectar por las restricciones vigentes. Ese rubro es de apertura anual y permanente. Con esta 
trasposición del rubro de horas extras al objeto del gasto 042.034, de tareas diferentes a las del cargo, 
pretendemos volver a nutrir el rubro con recursos frescos para no dejar de manos atadas al Fiscal. 
¿Por qué digo esto? Porque muchas veces este rubro fue distribuido, como decía, en acuerdo con el 
Fiscal de Turno, para compensar a aquellos funcionarios que hacían tareas extras o diferentes trabajos 
de cargos superiores. Si logramos la salarización -que hoy no tiene disponible el Fiscal porque ya fue 
acordado- el rubro quedaría totalmente vaciado. Para no dejar atado de manos al Fiscal, pretendemos 
trasponer a ese rubro lo que hoy son horas extras, y de esa manera el Fiscal seguirá teniendo algo de 
disponibilidad -aunque no en la misma medida que hasta el momento- y puede continuar manejándose 
en ciertos casos. Un ejemplo es el Congreso que se hizo el año pasado, para el que el Fiscal no tenía 
disponibilidad como para compensar a aquellos funcionarios que cumplían tareas extraordinarias, ni 
por horas extras ni por compensaciones. Pretendemos que disponga de esos rubros -que son de 
apertura anual y a fin de año van a Rentas Generales- para tareas diferentes a las del cargo. 


Uno de los aspectos que puede resultar más costoso para el Estado, pero creo que es 
indispensable, es la creación de cargos. En un artículo proponemos la creación de cargos en las 
diferentes Fiscalías, tanto departamentales como nacionales. Discriminamos por Fiscalías porque es la 
necesidad que existe, y no hacemos una solicitud de cargos al barrer ni sin destino, porque queremos 
demostrar que hubo un estudio pormenorizado de las necesidades del Ministerio Público en toda la 
República. Como ya dije, este es uno de los artículos más costosos que presentamos, pero también es 
uno de los más necesarios. No contamos con más ingreso que los de aquellos funcionarios que son 
redistribuidos, por lo que lo único que lograríamos con nuevos ingresos sería paliar la mala situación. 
No estamos contemplando en la creación de estos cargos el futuro crecimiento del Ministerio Público y 
ni siquiera las Fiscalías que hoy se pretenden crear; simplemente estamos llegando al punto cero. Si la 
Rendición de Cuentas aprueba la creación de nuevas Fiscalías, volveríamos un paso hacia atrás. 
Creemos que no solamente se deben crear Fiscalías y cargos de Magistrados y Secretarios Letrados, 
sino también cargos de personal auxiliar y administrativo suficientes para cubrir esos servicios. 


Da la casualidad de que hace muy poco tiempo se crearon las Fiscalías de Violencia 
Doméstica, y lo que se hizo fue sacar funcionarios de otras fiscalías civiles para cubrir esos servicios. 
Lo que estamos haciendo es desvestir a un santo para vestir a otro, pero lo que necesitamos es el 
ingreso de funcionarios que tengan carácter permanente. 


Hay otro artículo que refiere a la partida de capacitación técnica de los funcionarios 
administrativos y de servicio. Esa partida fue votada en el año 2001, en la Ley N* 17.296, y en su 
momento se incluyó en un artículo “espejo” al del Poder Judicial. Desde entonces, el monto de dicha 
partida -que se incluye en el rubro Gastos- recibió un 3% de aumento; comenzó con $ 600 y, en el 
2002, pasó a $ 618, permaneciendo incambiada desde entonces a la fecha, por lo que la pérdida de 
valor ha sido muy grande. En tal sentido, solicitamos que esos rubros se incrementen para recuperar el 
valor de una partida que, cabe recordar, fue creada como un intento por mantener algo de la 
equiparación con el Poder Judicial. Debemos señalar que cada artículo que se aprobó en su momento 
exceptuaba a las oficinas equiparadas, tanto a las Fiscalías de Corte, como a las de Gobierno, 
Proveeduría y Registros. Por eso se aprobó este artículo “espejo” que, reiteramos, no fue reajustado 
oportunamente y, como por omisión de la Administración no se exceptuó a estas partidas de las 
restricciones, no ha recibido ningún incremento y ha perdido totalmente su valor. 


Por otro lado, hay dos artículos más que también refieren a partidas de capacitación. Cuando 
se consiguió el artículo “espejo” que mencioné, fue porque el Ministerio Público y Fiscal, por su 
tamaño, tuvo algo de fuerza como para lograrlo, pero hay otras dos unidades, la Procuraduría y las 
Fiscalías de Gobierno, que son más pequeñas y que no pudieron incluirse para recibir la partida. Fue 
así que todos los funcionarios que estuvimos equiparados al Poder Judicial cobramos esa partida, 
menos las Fiscalías de Gobierno y la Procuraduría. Estamos hablando de un total de veinte 
funcionarios entre las dos Unidades y de tan sólo $ 500.000 al año. Estas dos unidades quedaron, en 
definitiva, excluidas de la equiparación, por lo que hay funcionarios que tienen el mismo cargo pero 
cobran diferente, por no haber tenido los contactos o la fuerza necesaria -por el tamaño de las oficinas 
correspondientes- para conseguir ese artículo “espejo”. 


En los dos artículos que proponemos para dotar a los compañeros de esa partida que reciben 
sus iguales en el Ministerio Público, está contemplada una recuperación, que es la misma que 
pretendemos para la que actualmente percibimos, que no se ha aplicado en los últimos años porque la 
ley no lo permitía. Proponemos que en la dotación de nuevos recursos para otorgar esta partida a 
Procuraduría y a Fiscalías de Gobierno, se contemple que la misma aumente cada vez que el Poder 
Ejecutivo reajuste los salarios de la Administración Central, de acuerdo con el IPC. No pretendemos la 
recuperación que el Gobierno acuerde con las diferentes organizaciones gremiales, pero sí la 
correspondiente al IPC, a efectos de mantener el valor de la partida. De lo contrario, ocurriría lo mismo 
que sucedió con una partida otorgada en el año 1984, que hoy es de $ 0.61. Si vamos por el mismo 
camino, dentro de cinco o seis años tendremos una partida congelada de ese estilo. Por eso 
solicitamos, no solamente la recuperación, sino que las unidades mencionadas también reciban la 
partida ya reajustada, estableciendo que se vuelva a aplicar un reajuste de acuerdo con las pautas que 
hemos señalado. 


Por otro lado -y esto está vinculado con la reestructura- estamos hablando de expediente 
electrónico y de informatizar el Ministerio Público y, a tales efectos, el sindicato pretende que se cree 
un Departamento de Informática. Creemos que por el tamaño y las dimensiones de nuestro Organismo, 
al menos deberíamos contar con tres analistas que puedan diseñar, llevar adelante y mantener los 
sistemas informáticos, y los técnicos en hardware necesarios para el mantenimiento de los PC. Hoy, el 
sindicato, en el compromiso que tiene con el Ministerio Público, ha logrado conseguir una donación de 
computadoras que hace tiempo que tenemos en vilo, y en atención a las necesidades que tiene el 
Ministerio Público, entendemos que podríamos cederle parte de esas computadoras, también, a la 
Procuradoría y a la Fiscalía de Gobierno. 


Más allá de que hay algunos artículos que tienen costo y que parecen excesivos a simple 
vista, pretendemos la mejora del servicio. De esta forma, tratando de que todos los funcionarios 
dispongan de una computadora para realizar su trabajo, pensamos que los servicios que presta el 
Ministerio Público -que están dirigidos a la sociedad- mejorarán y harán sentir a los funcionarios que 
realmente son útiles en su tarea. 


SEÑOR PRANDO.- Sé que el rubro Gastos está muy acotado, pero quiero que los señores Senadores 
tomen conciencia de que cuando solicitamos funcionarios lo hacemos, pura y exclusivamente, para que 
las Fiscalías puedan funcionar. Hasta el año pasado, en algunos lugares teníamos funcionarios que 
habían venido en pase en comisión de Intendencia y, de acuerdo con las reglamentaciones vigentes, 
los pudimos absorber. Vale destacar que hay Fiscalías con un solo funcionario y, lógicamente, cuando 


debe llevar un expediente debe cerrar el local, y ni hablemos si llegara a enfermarse. Esa es nuestra 
situación actual. 


En lo que tiene que ver con la reestructura, decimos que es imprescindible porque, a esta 
altura, nuestra situación administrativa es caótica. Tenemos acumulación de gente en lugares en los 
que no nos hace falta y, por el contrario, es muy grande la carencia de funcionarios en sitios en que 
realmente trabajan. El interior se nos está cayendo a pedazos y esto ya lo hemos hablado a nivel del 
Ministerio de Educación y Cultura, con el Subsecretario, señor Felipe Michelini y con mucha otra gente. 
Incluso, ya hace tres años que venimos haciendo este reclamo. 


En definitiva, si en esta Rendición de Cuentas no se nos contempla, al menos, en el tema de 
los administrativos, creo que no llegamos a los tres años. La mayoría de los que estamos acá tenemos 
más de treinta años de trabajo, por lo cual estamos en una etapa de prejubilación o de finalización de 
nuestra vida útil. 


Por consiguiente, debe quedar claro que lo que planteamos responde, pura y 
exclusivamente, a cubrir las necesidades para poder trabajar, pero no para mejorar. Se trata de los 
elementos necesarios como para llevar adelante un Ministerio Público. Por más que tengamos Justicia 
y gente bien paga en otros sectores, si la Fiscalía no se pone a tono con la realidad que el país vive, se 
cierra sola. 


Nada más y muchas gracias por recibirnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes del Sindicato de 
Funcionarios de la Fiscalía del Uruguay y la información que nos ha brindado. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato de Funcionarios de la Fiscalía del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de ex funcionarios del Estado) 


Recibimos a un grupo de ex funcionarios del Estado, quienes solicitaron audiencia a esta 
Subcomisión para plantear aquellos temas que les preocupan y que atañen a esta Rendición de 
Cuentas. 


Les recordamos que cuentan con un tiempo muy acotado -no debe superar los quince 
minutos- por lo que les aconsejamos empleen el menor tiempo posible en su exposición, a los efectos 
de que los señores Senadores, si lo entienden pertinente, puedan formular alguna pregunta. 


SEÑORA GUILLÉN.- Hemos redactado una nota con el señor Castro, integrante de esta delegación, a 
los efectos de ser breves y dar la posibilidad al resto de los compañeros de poder expresarse. Dice así: 
“Somos ex funcionarios del Estado que venimos a plantear se nos dé la oportunidad de reingresar a la 
función pública. A pesar de nuestros esfuerzos, no hemos logrado insertarnos en el campo laboral, 
formando la gruesa columna de desocupados. En un amplio margen, el incentivo otorgado no cumplió 
los objetivos esperados, al enfrentar el país y la región una crisis profunda que produjo un efecto 
devastador que determinó el fracaso de la gran mayoría de los emprendimientos unipersonales, 
encontrándonos gran parte en la pobreza, endeudados y en la indigencia. 


Pertenecemos a la franja de entre cuarenta y cincuenta años y, por discriminación de edad, 
estamos excluidos de la inserción laboral, viéndonos impedidos a volver a ser parte de la plantilla 
laboral del Ente al que pertenecíamos. Este incremento de la desigualdad en el mercado laboral 
impacta en el desarrollo social del país, lo que lleva a profundizar la crisis social y, en el caso nuestro, 


se ve agravada por la discriminación de que somos objeto. Detrás de nosotros están nuestros hijos, 
que son el futuro del país. Estamos de acuerdo con el Gobierno en que se tienen que preparar para 
insertarse en el mercado laboral, pero en la situación que nos encontramos por falta de recursos, es 
imposible contribuir en su preparación, llevando ello a la desmotivación, al fracaso en la etapa de 
estudio y, por ende, a la deserción. 


Con todo respeto, consideramos que podemos aplicar los conocimientos, destreza, 
habilidades, formación y experiencia adquirida en dichos organismos, al servicio de los propios Entes y 
colaborar en la capacitación de funcionarios jóvenes. El uso adecuado de la información para la toma 
de decisiones en tiempo y forma, y la gestión eficiente de los recursos, son elementos clave que se 
traducen en mayores ganancias para los Entes, beneficios que contribuyen al aumento genuino de la 
productividad. Así brindaríamos buena calidad de servicio, que beneficiaría a la población en su 
conjunto y, en nuestro caso, tendríamos una mejor calidad de vida. 


Estamos dispuestos a devolver el monto de los incentivos que en un momento se nos dio, 
actualizado al valor de la UR, que se efectuaría en cuotas mensuales, no pudiendo exceder el valor de 
la misma el 25% del salario nominal. De acuerdo a lo manifestado en la Comisión de Rendición de 
Cuentas, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil han 
planteado ingresos a la función pública en todos los Incisos, lo que significa que se va a tomar gente y 
a prepararla. En nuestro caso no se generarían gastos en capacitación, ya que estamos preparados 
para realizar funciones muy calificadas, porque la misma institución nos preparó y el Estado invirtió en 
su momento en nuestra capacitación. Solicitamos ser incluidos, el 25%, dentro de esos cargos ya 
previstos y se nos levante en esta Rendición de Cuentas la inhibición de que los funcionarios que se 
retiraron con incentivos reingresen a la función pública. 


Además, como el Estado permanentemente está incorporando personal y llenando vacantes 
solicitamos se disponga del 25% de las vacantes que ya tiene para nuestro reingreso. Consideramos 
que esta es la oportunidad de solucionar el problema social y económico que venimos padeciendo, 
mediante la aprobación de nuestra solicitud”. 


SEÑOR SACCO.- Agradecemos a la Comisión la posibilidad de tratar una petición que venimos 
formulando desde hace varios años. 


Queremos reiterar lo expresado ante la Comisión de Presupuesto integrada con la de 
Hacienda el día 13 de junio, en cuanto a la posibilidad de reingresar a la función pública. En muchos 
casos, una razón de fuerza mayor nos obligó a optar por el retiro incentivado, ya que se decretaron 
cambios de horario en las tareas que desempeñábamos, que las hizo incompatibles con cualquier otro 
complemento indispensable obtenido a través de un trabajo asalariado en la actividad privada. 
Simultáneamente, se produjeron modificaciones en compensaciones y horas extra, lo que incidió 
negativamente en remuneraciones que ya eran insuficientes. Sin duda, se configuró esa situación de 
opción, de modo tal que no existió la incidencia de un interés económico por el incentivo, sino una 
causa justificada por el cambio funcional establecido. 


También planteamos que no se aplica un trato igualitario entre funcionarios, aspecto que está 
garantizado por el artículo 8” de la Constitución de la República, ya que hay personas a las que se las 
volvió a incorporar, pese a que se habían retirado de la función pública por el mecanismo del retiro 
incentivado 


En virtud de la aplicación de un trato diferente, se hace también relevante el principio de 
protección al trabajo establecido por el artículo 53 de la Constitución. Esto es más claro en el caso de 
funcionarios de más antigúedad y corrección funcional. 


Como es sabido, la situación económica en el país empeoró por el cierre de industrias, que 
provocó más desocupación al disminuir las fuentes de trabajo; luego, sobrevino la crisis del año 2002 - 
que todos recordamos- que trajo aparejado el cierre de empresas, la quiebra de bancos, etcétera. Pero 
resulta que por nuestra edad nos discriminan para trabajar y tampoco podemos obtener una jubilación 
por la falta de aportes y de la edad requerida, de acuerdo con el sistema vigente de la seguridad social. 


Como es de público conocimiento, el país está atravesando por un período de alza de 
precios constante, que a los trabajadores se les hace muy difícil sobrellevar; eso nos afecta más a 
nosotros, que no contamos con ingreso alguno para hacer frente a las necesidades básicas de un 
hogar. 


Sabemos que habrá ingresos a la función pública en toda la Administración y, ciertamente, 
nosotros podemos aportar a las nuevas generaciones la experiencia y capacitación adquiridas durante 
los años en que hemos trabajado. 


Por lo expuesto, esperamos que nuestro pedido sea atendido con la urgencia que el caso 
merece. 


SEÑOR AVILÉS.- Quiero manifestar que en mi caso, como funcionario, tuve la oportunidad de realizar 
muchos cursos en ANTEL y estoy capacitado para desempeñarme como “reclamista”. Se trata de una 
tarea que se realiza por contrato, al igual que la de los guardahílos. Por mi preparación, puedo atender 
desde un reclamo hasta el mantenimiento presurizado, el trabajo con cables, empalmes, etcétera, es 
decir que soy capaz de realizar cualquiera de las tareas que es preciso realizar en la calle. 


Como quien habla, hay varios funcionarios más que se fueron y en este momento están sin 
trabajo, porque la crisis también los ha afectado. 


SEÑORA CASIANO.- Mi nombre es Stella Casiano y soy ex funcionaria de la Dirección Nacional de 
Correos. 


En lo personal, quiero insistir en que estamos planteando una realidad que es nacional y que 
ha creado un problema que aún no se ha resuelto por parte del Gobierno: la situación de las personas 
de más de cuarenta años que en este momento no tienen soluciones a nivel laboral. Nosotros 
pasaríamos a engrosar esa franja y pienso que si en los próximos diez años no se busca una salida 
para esas personas y no las puede absorber ningún tipo de empleo, van a ser una carga para el BPS. 
Estamos hablando de gente que tenemos por lo menos diez años de vida laboral por delante, y al no 
tener alternativas de empleo, porque nos discriminan por nuestra edad, nos convertimos en una carga 
social. Y la cuestión es que este es un problema que hasta ahora el Gobierno no ha resuelto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de ex funcionarios del Estado y 
les comunicamos que transmitiremos el planteo a los restantes señores Senadores integrantes de la 
Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda, junto con el material que nos han entregado. 


(Se retira de Sala la delegación de ex funcionarios del Estado) 


(Ingresa a Sala una delegación de Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio 
Público y Fiscal) 


En nombre de la Subcomisión de Audiencias, damos la bienvenida a la delegación de 
Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal, y con mucho gusto les 
ofrecemos la palabra. 


SEÑORA VELÁZQUEZ.- En primer lugar queremos agradecer una vez más, en nombre de todos los 
Secretarios Letrados del país, en el de las colegas aquí presentes y en el mío personal, la generosidad 
de recibirmos nuevamente y la disposición de los señores Senadores para escuchar nuestra 
problemática. 


Los Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal somos 
abogados y escribanos, realizamos tareas especializadas con carácter de dedicación total y 


pertenecemos al Escalafón A, Grados 11 y 13. Somos 91 Secretarios Letrados en todo el país, por lo 
que constituimos más del 45% de la estructura organizacional del Ministerio Público. Tenemos una 
incompatibilidad absoluta en el desempeño de nuestras tareas con otras funciones, ya que no 
podemos realizar actividad pública o privada, remunerada u honoraria, en ningún ámbito, sea comercial 
o laboral, con excepción de la actividad docente en la Universidad de la República y en temas 
específicos de nuestra materia jurídica. Las tareas que desarrollamos son especializadas. Asistimos a 
audiencias, y en caso de que el señor Fiscal Letrado nacional o departamental autorice nuestra 
presencia, lo hacemos en primera y segunda instancia, y también ante tribunales de apelaciones en 
todas las materias: civil, penal, de menores, de hacienda o de aduana. Cuando desempeñamos 
funciones, las decisiones que tomamos en los juicios, en las audiencias, en los dictámenes y/o 
resoluciones son de nuestra absoluta responsabilidad técnica y es nuestra propia convicción personal - 
sin perjuicio de que se aluda a la delegación de atribuciones del señor Fiscal- la que va incluida en ese 
dictamen. 


También queremos decir que a pesar de la diferencia que tenemos con los señores Fiscales 
Letrados nacionales o departamentales, en cuanto a funciones nos manejamos en el mismo nivel de 
complejidad, jerarquía y responsabilidad. 


Nuestros cargos se encuentran equiparados a los de Juez de Paz de Ciudad del Poder 
Judicial, por la Ley N* 15.809, y de acuerdo con la sensibilidad manifestada por los señores 
Legisladores, en el año 2006, en el artículo 103 se estableció la equiparación salarial con los referidos 
cargos. Sin embargo, nuestra ubicación actual es en el Escalafón A, por un decreto del año 1987, sin 
perjuicio de que con anterioridad, por la Ley N* 15.809, pertenecíamos al Escalafón N. ¿Qué situación 
nos crea y qué perjuicios nos acarrea no pertenecer al Escalafón N? En primer lugar, no tenemos la 
calidad de Magistrados, y serlo supone un estatus de gran importancia y relevancia en el ámbito de la 
Administración de Justicia. Son los Magistrados a quienes siempre se invita en caso de becas o cursos 
de especialización, tanto en el exterior como en el país, y no a nosotros. Por ejemplo, este año, en 
ocasión de que el Parlamento aprobara la ley concubinaria, personalmente me presente para asistir a 
un curso en el Centro de Estudios Judiciales (CEJU), donde exponían muy prestigiosos integrantes del 
Poder Judicial e importantes doctrinos del Derecho nacional, pero se me comunicó que no podía asistir 
en función de que no era para los Secretarios Letrados Magistrados, sino sólo para los señores Jueces 
y para los señores Fiscales del Ministerio Público. Esto demuestra claramente la discriminación de la 
que somos objeto. 


Por no estar en el mismo escalafón, no tenemos derecho a la carrera y, por supuesto, 
tampoco al ascenso, que como es de vuestro conocimiento, es un derecho de rango constitucional. 
Tampoco tenemos la posibilidad de asistir o ser beneficiados con algunas de las decisiones que se 
establecen en leyes jubilatorias, tanto de la Caja Civil, como de la Caja de Profesionales Universitarios. 
Por tanto, no podemos acceder a ciertos cupos ni topes jubilatorios, ni tampoco a causales. 


Ahora bien, los señores Senadores se preguntarán qué hemos hecho para solucionar esta 
problemática. En el año 2004 iniciamos una petición administrativa ante el Ministerio de Educación y 
Cultura, que fue avalada por una consulta expuesta por el doctor Martín Risso Ferrand, que es Grado V 
en Derecho Constitucional de la Universidad de la República. En ese expediente, la Sala de Abogados 
del Ministerio de Educación y Cultura se expresó diciendo que nuestra reclamación era de absoluta 
justicia, pero que debía solucionarse en el ámbito legislativo. Debo decir a los señores Senadores que, 
hasta el momento, la petición no ha sido contestada por parte del Ministerio de Educación y Cultura. 


En el año 2006, más del 50% de los Secretarios Letrados iniciamos un juicio -en primera 
instancia en el Juzgado, y luego en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo- siendo patrocinados 
por el doctor Augusto Durán Martínez, profesor Grado V en Derecho Administrativo de la Universidad 


de la República, y la contestación del demandado, en este caso el Ministerio de Educación y Cultura, 
accedía a nuestra solicitud en cuanto al reconocimiento de la justicia de la demanda, pero nuevamente 
se entendía que era en la órbita legislativa donde debía solucionarse este problema. Hasta acá 
tenemos a un Ministerio de Educación y Cultura conteste en la posición de que es en vía legislativa 
donde debe solucionarse nuestra problemática. 


También debemos decir que en el año 2006 realizamos tratativas ante este Parlamento. 
Como se recordará, muchos señores Senadores fueron favorables a nuestra petición y se pudo 
obtener la votación del artículo 103 en la Ley de Rendición de Cuentas N* 18.046, de ese año. En esa 
oportunidad se nos concedió la equiparación salarial, que se está llevando a cabo en forma gradual y 
progresiva, ya que a través de una reglamentación del año 2007, se dispuso un porcentaje del 25% por 
año para ir haciendo ese reajuste de la diferencia que existe con los Jueces de Paz de Ciudad. En el 
momento, nos encontramos recibiendo un 50% de la diferencia salarial que aún tenemos. 


Vamos a analizar cuál ha sido la posición de dos organismos en toda la situación planteada; 
me refiero al Ministerio de Educación y Cultura y el Poder Legislativo. En cuanto al primero, podemos 
decir que en los años 2005 y 2006, en ocasión de estudiarse en este Parlamento las Leyes de 
Presupuesto y de Rendición de Cuentas, cuando asistió el Subsecretario del Ministerio de Educación y 
Cultura, doctor Felipe Michellini, entendió que era de justicia nuestra reclamación y que debía 
realizarse en el ámbito legislativo. Quiere decir que estaba en el ánimo de la Cartera tratar de 
solucionar este problemática, pero hasta ahora debo decir que el Ministerio todavía no envió un artículo 
que la solucionara. 


En el año 2008, en la última intervención que tuvo el señor Subsecretario de Educación y 
Cultura -exceptuando la de hoy- en ocasión del estudio de la Rendición de Cuentas en la Comisión de 
Presupuesto integrada con la de Hacienda de la Cámara de Representantes, el pasado 30 de junio, 
nuevamente dijo que según su criterio era correcto hacer una reforma general del Ministerio Público y 
que nuestra situación debía estar incluida allí. Agregó que entendía que buscar soluciones parciales 
era un poco lo que él calificó de “parches” a la situación. 


No obstante, el señor Subsecretario dejó abierta las puertas una vez más -en cuanto 
entiende que no es una solución privativa del Poder Ejecutivo- a que sea el Poder Legislativo el que 
solucione esta problemática. 


La posición que ha tenido en la materia el Poder Legislativo la va a exponer la doctora 
Sandra Fleitas. 


Sin perjuicio de ello, puesto que esta es la última oportunidad que tenemos de presentarnos 
en el Parlamento y pedir algo -y sin quizás, va a ser así- queremos agradecer, fundamentalmente, a los 
señores Legisladores y secretarías por la recepción y la atención que han tenido siempre con relación 
a nuestro problema. También queremos agradecer a los Secretarios, a los funcionarios de las 
Comisiones permanentes de la Cámara de Senadores -entre ellas, la de Presupuesto, la de 
Hacienda y la de Educación y Cultura- y a los del Palacio Legislativo en general que, de una manera u 
otra, han permitido que nosotros podamos realizar nuestros planteos. 


SEÑORA FLEITAS.- Nosotros ya somos conocidos de esta Casa -donde siempre somos bienvenidos- 
y, a esta altura del partido, existe un afecto mutuo, más allá de que se contemple o no la situación 
concreta. 


Creo que el tema es bien conocido por todos los que aquí están presentes. Sin lugar a 
dudas, lo primero que queremos decir -ya lo hemos hecho públicamente- es que este es un problema 
que lo traemos de larga data, pero no es excusa que, como se trata de un problema que viene de 
mucho tiempo atrás y corresponde a otras Legislaturas, dejemos de atenderlo y resolverlo, sobre todo 
cuando entendemos que es justo y así se nos manifiesta cada vez que lo planteamos a los distintos 
Legisladores. 


Debemos reconocer que aquí hay gente -presente en esta Sala- que ha contribuido mucho 
para solucionar este tema, como es el caso de los señores Senadores Vaillant, Dalmás y Michelini. Por 
supuesto, no podemos dejar de mencionar a gente muy valiosa del Partido Nacional, como los señores 
Senadores Long y Camy, que siempre han luchado por solucionar este tema. Nos da mucho gusto que 
estén presentes en este ámbito algunas de las personas que han contribuido a solucionar parte de 
nuestra problemática porque, de pronto, con lo que nosotros podamos expresar en el día de hoy y con 
la fuerza que ellas puedan hacer, podamos terminar definitivamente con este problema. 


El dinero se nos ha dado y se nos ha reconocido esa desigualdad económica que teníamos 
con nuestros colegas, lo cual es absolutamente gratificante para todos nosotros, que no somos pocos. 
Los Secretarios Letrados representamos -este es un dato que resulta importante que lo tengan en 
cuenta- el 45% de la estructura del Ministerio Público y Fiscal. Sin lugar a dudas, si no solucionamos el 
tema del escalafón, podríamos correr el riesgo de que dentro de un tiempo estemos otra vez 
transitando por esta Casa, a la que le tenemos tanto afecto, para realizar nuestros planteamientos. 
Concretamente, el problema del escalafón -al que se aludió anteriormente por parte de mi colega- no 
refiere sólo a un tema de investidura, de abolengo o de honor, pues el cargo que desempeñamos y la 
función que cumplimos -sobre todo, cuando muchas veces tenemos que interrogar en distintas 
audiencias a gente que ocupa distintos cargos- llevan a que esas personas sean dignas de ser 
interrogadas por quien tenga la calidad de Magistrado. 


En esta oportunidad, venimos a retomar las palabras del señor Senador Vaillant expresadas 
el año pasado. Tengo en mi poder la versión taquigráfica de la sesión del 7 de agosto de 2007, donde 
frente al planteo concreto por parte del señor Senador Long respecto a la necesidad de solucionar este 
problema, el señor Senador Vaillant anunció, con gran visión, que este año nos haríamos nuevamente 
presentes por el mismo tema y, evidentemente, no se equivocó. En ese momento, se planteó por qué 
no se solucionaba esta situación si ella no representaba costo económico alguno y todos reconocían 
que el planteamiento que se realizaba era justo. 


En este sentido, me gustaría leer lo que el señor Senador Vaillant -con quien estamos muy 
agradecidos porque nos consta que siempre ha intervenido con las autoridades del Ministerio de 
Educación y Cultura en procura de solucionar el problema- manifestó en esa oportunidad, cuando se le 
preguntó por qué no se solucionaba este problema. Aclaro que voy a leer lo que él respondió porque, 
por respeto a que se encuentra presente, no me gustaría hacer una interpretación de sus dichos que 
no sea la exacta. Concretamente, expresó: “Sin embargo, hechas las consultas del caso, a nivel del 
Ministerio de Educación y Cultura, la respuesta que se nos dio y que nosotros, a su vez, trasladamos a 
las funcionarias y a los funcionarios de que se trata, fue que tal tema y tal regularización estarán 
incluidos dentro de la reestructura que realizará el Ministerio de Educación y Cultura con el Ministerio 
Público y Fiscal y que existe el compromiso de que ésta habrá culminado en los primeros seis meses 
del año 2008, por lo tanto, estará incluida en la Rendición de Cuentas del año próximo o en una ley 
posterior. En este sentido, me comprometo personalmente a que si así no fuera, esta cuestión será 
resuelta en oportunidad de considerarse la Rendición de Cuentas correspondiente”. 


Esta es la última Rendición de Cuentas en que tenemos oportunidad de solucionar este 
problema, pero necesitamos la colaboración de los pares del señor Senador Vaillant, para que lo 
ayuden a que pueda, en definitiva, remediar esta situación, porque la palabra -tal como dice una 
colega- es lo único que la gente se lleva a la tumba. 


(Dialogados) 


-En tal sentido, esperamos que no dejen solo al señor Senador Vaillant. Además, en 
oportunidad de tratarse esto en la Cámara de Senadores el año pasado -también tengo la versión 
taquigráfica de fecha 8 de agosto, pero no la voy a leer porque no los quiero cansar- cuando el señor 
Senador Long hizo mención de este tema, la señora Senadora Percovich hizo referencia en el mismo 
sentido que su par en cuanto a que, consultadas las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura, 
ello estaba en vías de negociación; que entendían la justicia del asunto y que en aquel momento, como 
recién se había designado al señor Fiscal de Corte, era objeto de ciertas conversaciones con él. Ya el 
año pasado el Fiscal de Corte había enviado un artículo al Ministerio de Educación y Cultura para 
solucionar ese problema, y nosotros estamos dispuestos -si los señores Senadores lo entienden útil- a 


aportar ese texto, para que vean que en realidad lo único que queremos es coadyuvar con lo que el 
jerarca plantea que es una necesidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo que ustedes realizan está más que claro y es más que conocido 
por los integrantes, diría que no sólo de estas Comisiones sino de este Senado, y me animaría a decir 
de todo el Parlamento. Quiero que ustedes sepan que en el día de hoy, en ocasión de que se hicieran 
presentes los representantes del Ministerio de Educación y Cultura para el tratamiento de esta 
Rendición de Cuentas, el tema fue planteado particularmente por el señor Senador Camy, pero 
representaba en su preocupación la de todos nosotros, y hubo una respuesta por parte del señor 
Subsecretario en cuanto a reiterar la voluntad de resolverlo y a buscar una pronta solución. 
Esperamos, deseamos y haremos todo lo posible para que así sea y, en lo que corresponde a lo que 
cada uno de nosotros hemos dicho, como no puedo dejar de referirme a lo que en su momento 
manifesté, en tanto ustedes lo han mencionado, afirmo que, en lo personal -y como cumplo mi palabra- 
en aquello que de mí dependa, la solución va a estar dentro de esta Rendición de Cuentas. Bregaré 
para que así sea, y estoy seguro de que así lo harán también los señores Legisladores que en su 
momento han manifestado su voluntad en tal sentido. 


Agradecemos vuestra presencia y esperemos que esta ocasión haya sido la última en que 
conversemos sobre este tema. 


(Se retira de Sala la delegación de Secretarios Letrados y Asesores Letrados del Ministerio 
Público y Fiscal) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca) 


Damos la bienvenida a representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR CORBO.- Agradecemos a la Subcomisión que nos reciba esta tarde. 


En primer término, queremos manifestar la enorme responsabilidad política y social que 
entendemos tiene nuestro Ministerio en lo que tiene que ver con la conservación y gestión de los 
recursos naturales y la manutención del estatus sanitario, lo que permite al país acceder a los 
mercados más exigentes. Entendemos que los cometidos del Ministerio son absolutamente 
sustanciales para la economía del Uruguay y para el desarrollo de un sector que lo visualizamos como 
el único capaz de generar los recursos necesarios para tener un desarrollo productivo y transformar a 
este país exportador de “commodities” en uno que venda productos con valor agregado y con 
inteligencia nacional. Para llevar adelante esto, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca cuenta 
con un Presupuesto que entendemos absolutamente reducido, que ronda en el 1,1% de los gastos de 
la Administración Central; ha reducido sus inversiones; tiene un gasto que ronda en el 17% de toda su 
asignación presupuestal y, además, más del 50%, de ese 17%, se solventa con recursos propios del 
Ministerio y con fondos de libre disponibilidad. A esta situación presupuestal se agrega la situación de 
los recursos humanos. Después de 10 años de impedir el ingreso a nuevos funcionarios y de un 
conjunto de retiros al amparo de diversos mecanismos de incentivos absolutamente irracionales a 
nuestro entender, aparece el tema de los recursos humanos como la principal problemática que tiene 
hoy por hoy el Ministerio, que es verdaderamente angustiante y atraviesa horizontalmente toda la 
Cartera. En el memorando hay un Anexo que está dedicado al análisis de la situación etaria y a la 
evolución de esa situación de aquí al año 2011, que sería después de esta Rendición de Cuentas y que 
es la próxima oportunidad en que podrían ingresar funcionarios. 


De esta manera queda claramente demostrada la difícil situación con respecto a los recursos 
humanos. En esta evolución de la que hablábamos vemos que, de cada cuatro funcionarios, en el año 


2011 va a haber tres que tendrán más de cincuenta años y uno sólo por debajo de esa edad y que, 
además, de los 2.100 funcionarios que somos actualmente, casi 400 se habrán retirado 
voluntariamente o estarán con causal jubilatoria. Entendemos que esta situación pone realmente en 
tela de juicio la posibilidad de que el Ministerio cumpla cabalmente con los cometidos que la ley le 
asigna. Por lo tanto, en uno de los artículos que presentamos, se propone la adjudicación de recursos 
para la creación de cargos y de funciones contratadas, los que están bastante por encima de los que 
aparecen en el proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. Uno podría discutir este tipo de 
medidas en un país de recursos siempre escasos como el nuestro, donde se deben definir prioridades 
y donde la contratación de personal significa un esfuerzo importante. Lo que no es discutible es el 
hecho de que, sin estos recursos, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca puede ver 
comprometida la posibilidad de cumplir con los cometidos que tiene por delante. Esto es así en todo el 
Ministerio, pero nos queremos referir básicamente a dos áreas que nos preocupan enormemente. Una 
de ellas es la Unidad Ejecutora 03, que tiene a su cargo el cuidado y la gestión de los recursos 
naturales renovables. Hace pocos días veíamos la preocupación del Ministerio y su interés por 
modificar la ley de suelos y por aprobar un nuevo decreto reglamentario que permita prestar mejor 
atención a lo que está pasando en el territorio nacional a partir de esta nueva realidad que vivimos. Me 
refiero, por ejemplo, a la forestación y a la expansión de la frontera agrícola con el cultivo de la soja, 
esa plantita tan maravillosa pero que, desde el punto de vista agronómico, plantea algunos problemas 
porque, cuando se cosecha, la tierra queda absolutamente al descubierto. Esto implica un esfuerzo 
importante por parte del Ministerio, y no vemos cómo vamos a poder controlar y monitorear esta nueva 
situación, cuando la Unidad Ejecutora que tiene a su cargo esa tarea es la que ha perdido más 
recursos y la que tiene los trabajadores más envejecidos y con niveles salariales promedios más bajos 
de todo el Ministerio. 


La otra situación altamente problemática la tenemos en la otra punta de la cadena. Si bien la 
unidad que mencionaba se encarga de todo lo que tiene que ver con el suelo, con el agua y con las 
pasturas, en la otra punta tenemos la que se vincula con la sanidad animal, con la inocuidad de los 
alimentos y con el mantenimiento del estatus sanitario. Allí, reitero, tenemos problemas importantes, 
sobre todo a nivel de campo. El año pasado planteábamos en el Ministerio lo que habíamos 
identificado como una situación crítica en los servicios veterinarios oficiales a nivel de los frigoríficos. 
Esa situación se ha ido subsanando de alguna manera, en parte, debido a la participación de otras 
unidades operativas. El Ministerio tuvo que hacer, entonces, un llamado interno para atender las 
urgencias más grandes de los servicios veterinarios oficiales a nivel de la industria frigorífica y, por ese 
motivo, hubo un traspaso de unos 27 funcionarios del resto de la Dirección General de Servicios 
Ganaderos hacia el sector de Industria Animal. A esto se suma el hecho de que el año pasado, 42 
funcionarios se retiraron por la aplicación del artículo 29, con lo que llegamos a setenta funcionarios 
menos para esta Unidad Ejecutora. Además, esto se da en un contexto en el que, a partir de la fiebre 
aftosa, de la “enfermedad de la vaca loca” y de las enfermedades trasmisibles por los alimentos, 
internacionalmente cada vez son mayores las exigencias en materia de certificaciones, protocolos, de 
cómo se mantienen los estatus sanitarios y de las auditorías permanentes a las que están sometidos 
nuestros servicios. Esto también ha puesto de manifiesto limitaciones importantes en todo el sistema 
de barreras sanitarias. Con recursos que son siempre escasos y que se movilizan para atender las 
diferentes actividades, estamos teniendo algunos problemas -a nuestro entender, importantes- en el 
sistema de barreras sanitarias. Por lo tanto, proponemos un artículo para el pago de 30 
compensaciones más en el sistema de controles fitosanitarios y zoosanitarios de frontera. En resumen, 
todo esto tiene que ver con la problemática que planteábamos como más angustiante a nivel del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Por otro lado, deseamos hacer referencia al tema de las inequidades salariales. El Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene un sistema salarial que nos parece absolutamente injusto, 
irracional y caótico. Esto está determinado, básicamente, por las partidas por dedicación especial o 
tareas prioritarias, las cuales son asignadas en forma subjetiva por los Directores de las distintas 
Unidades Ejecutoras. Debe quedar claro que no estamos asignando ninguna intencionalidad, pero sí 
queremos dejar de manifiesto que se asignan sin que esté establecido ningún tipo de criterio ni que 
haya una forma de medir las aptitudes de los funcionarios que los hagan merecedores de recibir, o no, 
estas partidas. Entonces, al no haber criterios establecidos ni modo de medir ni evaluar, se trata de 
partidas que se asignan, absolutamente, en forma subjetiva por los Directores de las Unidades 
Ejecutores. Más allá de constituir un sistema tremendamente injusto e irracional, esto crea problemas 
importantes desde el punto de vista de la gestión de los recursos humanos, en tanto es muy difícil 
gestionar un recurso cuando tenemos funcionarios que en una misma oficina, con un mismo nivel de 


responsabilidad y desarrollando una idéntica tarea, cobran salarios totalmente disímiles. Recuerdo a 
los señores Senadores que en los anexos que entregamos a la Comisión figura un cuadro que 
demuestra las diferencias salariales en la interna de cada grado. En ese sentido, planteamos un 
artículo que prevé la creación de un fondo para atender estas inequidades. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene la posibilidad de utilizar el 100% de los 
Fondos de Libre Disponibilidad, pero, de ese porcentaje, un 80% queda en las Unidades Ejecutoras 
que lo generan, pudiendo destinarlo a capacitación de los funcionarios, al pago de retribuciones o en 
convenios internacionales. Como desde el punto de vista del ingreso y de la generación de recursos 
tenemos Unidades Ejecutoras ricas y otras pobres, toda esta situación dificulta la atención, con una 
visión general y central, del tema de la inequidad salarial. Precisamente por ese motivo es que pedimos 
la creación de un Fondo al que aporten todas las Unidades Ejecutoras y, desde allí, se atienda -reitero, 
con una visión central- las inequidades salariales a nivel del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que la versión taquigráfica de lo manifestado en Sala por esta delegación 
sea enviado al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Efectivamente, señor Senador, así lo hemos hecho en todos los casos. 


Agradecemos a la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca por la información que nos han brindado. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca) 


(Ingresan a Sala representantes de la Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales - 
CO.NA.SI.P.) 


Recibimos a la delegación de la Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales, organización 
que agrupa a varias agremiaciones de distintos lugares del país y que, además, es la única que está 
afiliada al PIT-CNT. Esta delegación también está acompañada por un representante de la Central de 
Trabajadores. Antes de que nuestros invitados hagan uso de la palabra, les recordamos que cuentan 
con quince minutos, ya que es el tiempo de que disponemos porque, como habrán visto, son muchas 
las delegaciones que nos visitan. 


SEÑOR FERREIRA.- En nombre de la Coordinadora Nacional de Sindicatos Policiales, CO. NA. SI. P,, 
agradecemos el privilegio de haber sido recibidos. 


Quiero decir que pertenezco al departamento de Lavalleja y que, como dirigente, integro esta 
Coordinadora. Agradezco al compañero Franco por habernos acompañado en esta instancia. 


Como conocen los señores Senadores, estamos acá por un motivo, reivindicando una vieja 
esperanza que hemos tenido los policías desde la reinstalación de la democracia. 


Luego de haber analizado el proyecto de ley de Rendición de Cuentas, consideramos que los 
incrementos que allí se fijan no son suficientes, siquiera para el diario subsistir de nuestra familia. 
También, con este aumento, vamos a tener que sostener el costo de vida de dos años, en los que no 
vamos a percibir aumento. Cuando ingresamos en la lectura del Inciso 04, Ministerio del Interior, 
observamos que, por un lado, se nos otorga una partida de $ 850 que, como señalé, es insuficiente 
para el diario vivir de nuestros policías. Vemos que se agrega otro renglón más a la larga lista de 
nuestros recibos de sueldos, que no arregla nada y que, simplemente, lo consideramos un maquillaje 
para nuestros salarios. Nosotros pretendemos que lo que se otorgue se incluya en el sueldo, porque no 
queremos que el Estado siga evadiendo nuestros aportes. Ya tenemos varias franjas que oscilan entre 


un 35 % y un 40 % por las cuales el Estado no aporta. Aclaro que no estamos pidiendo retroactividad 
en lo que refiere a esos aportes, porque estamos convencidos de que en esto todos tenemos que 
ceder un poco. Reitero que no hacemos un reclamo de retroactividad, pero preguntamos cuándo se va 
a comenzar a cambiar la situación económica de los policías. ¿Será el año que viene, dentro de dos 
años o en el próximo Gobierno? Estamos convencidos de que ese cambio tiene que darse ahora; en 
ese sentido, no nos cabe la menor duda de que hay voluntad política para ello y que los Legisladores 
de este país van a considerar lo que los policías tenemos que afrontar a diario con nuestro salario. 
Esperamos que se tengan en cuenta nuestras reivindicaciones. 


Como ya adelanté, la partida de $ 850 no la queremos como un renglón más, sino que 
esperamos que se agregue al nominal básico, porque esa sería una forma de lograr una recuperación, 
aunque no llegue al cien por ciento. 


La CONASIP reivindica un salario mínimo de $ 5.000; seguramente, los señores Senadores 
podrían pensar que es un disparate, que no hay recursos ni espacio fiscal para ello. Pero es una 
realidad que todos los días tenemos que ir al almacén a hacer compras o a pagar los servicios del 
propio Estado, como UTE, OSE o ANTEL y que cada día que pasa nuestro poder adquisitivo se reduce 
más. Con esta partida, lo que se va a lograr es que ese poder adquisitivo disminuya cada vez más, 
porque todos somos conscientes de que existe un cierto nivel inflacionario y un alza en el costo de 
vida. Quizás esto se deba a una política económica de carácter global que, obviamente, incide en 
nuestro país. Nosotros entendemos esa situación, pero quiero que se pongan en nuestro lugar y 
puedan comprender qué es lo que tenemos que hacer para subsistir. 


Asimismo, vemos que en nuestro Inciso se hacen inversiones, alguna de $ 75:000.000, para 
la adquisición de tecnología, y se crean escalafones, con 15 cargos en uno y 9 en otro y se prevén 
partidas de $ 3:000.000 por un lado, y $ 11:000.000 por el otro. Quiero manifestar que no debe 
creerse que la seguridad va a mejorar con la compra de tecnología, porque esa tecnología tiene que 
ser usada por recursos humanos que, si no están motivados, si no tienen expectativa de recibir un 
salario digno para desempeñar su tarea, no podrá hacer la obra mágica de ofrecer mayor seguridad a 
la población. Aclaro que no estamos haciendo un chantaje en el sentido de ofrecer mayor seguridad 
por más salario, pero también debe quedar claro que hay policías que trabajan 16 horas por día, 8 
horas de servicio ordinario y otras 8 por el Servicio 222 -en este punto, quiero recordar a los señores 
Senadores que este Servicio sigue estando en negro, porque no se realizan los aportes 
correspondientes- o sea que estamos hablando de extensas jornadas que hacen que se sientan 
extremadamente cansados. No hay que olvidar que el policía tiene una enorme responsabilidad, porta 
un arma y debe proteger la vida y la propiedad de los ciudadanos de este país, y no es posible que 
pueda hacerlo bien si tiene que trabajar tanto y ganar cada vez menos. 


Por último, quiero decir que, sinceramente, esperamos que nuestras reivindicaciones sean 
consideradas por los señores Senadores. 


SEÑOR HEBER.- Creo que han quedado planteados claramente dos aspectos: el tema del aumento y 
lo relativo al Servicio 222. 


Cuando la señora Ministra estuvo en la Comisión de Presupuesto Integrada con la de 
Hacienda señaló que la salarización del 222 costaba US$ 128:000.000, pero quizás esa sea la 
hipótesis de máxima. Sabemos que ese Servicio hace que tengan que pagar IRPF, porque se suman 
retribuciones que antes, por sí solas, no llegaban a superar el mínimo no imponible. Tanto es así que 
sé que muchos policías están midiendo las horas para no pasarse de franja, de modo tal de no cobrar 
menos que antes, porque con el IRPF las retribuciones bajaron sustancialmente. Este es un 
inconveniente grande que se está verificando; es cierto que no es exclusivo de la Policía, pero en este 
caso es muy claro. Ahora bien, aquí no estamos para discutir ni dar opiniones con respecto al tema, 
sino que lo que debemos hacer es aclarar nuestras dudas para después intercambiar ideas entre 
nosotros. Y creo que éste es el único caso en el Estado -no sé qué ocurre en otros países- donde el 
funcionario público sostiene la oficina, es decir, el trabajo extra que hace es para mantener la oficina. 
Está claro que esto no es nuevo ni es de esta Administración; entonces, ahorrémonos todos esos 
discursos que lo único que hacen es dividirnmos y que empecemos a echarnos culpas. Creo que 
tenemos que tratar de encontrar una solución sobre la base de entender que el funcionario no está 


para sostener la oficina. Entonces, por los números que nosotros tenemos, faltarían US$ 10:000.000 
para pagar los aportes para generar y mejorar la jubilación en la Caja Policial. No sé si nuestros 
invitados han realizado los cálculos, pero es muy importante para nosotros tener un número arriba de 
la mesa, partiendo de la base de que la Administración pierda el 20% que le saca al policía. Habría que 
saber qué falta en cuanto al aporte para que estos funcionarios tengan una jubilación digna, porque de 
lo contrario se jubilan -como todos sabemos- por el salario nominal, que es una miseria. Creo que 
éste sería un gran paso adelante. 


Otro tema es que la Policía tenga que trabajar 16 horas. Hace un siglo llegamos a un régimen 
de 8 horas como un gran avance social y hoy estamos condenando a mucha gente a trabajar esa 
cantidad de horas para poder sobrevivir. Será otro tema, para más adelante; no hay que creer que hoy 
se pueden solucionar todos los temas. Pero sí tenemos que tratar de resolver el problema del aporte a 
la Caja, y creo que, si tenemos un número razonable, la solución puede llegar a estar a nuestro 
alcance. Me parece que esa sería una buena señal del sistema político en el sentido de que, más allá 
de echarnos las culpas unos a otros sobre quién motivó todo esto, podamos ponernos de acuerdo en 
una cifra para poder empezar a aportar a la Caja Policial, y no sería mala cosa que lo pudiéramos 
hacer en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑORA GIMENEZ.- Soy la Asesora Letrada de la CONASIP, y dentro de lo que me permite la 
información que poseo, que no es contable, trataré de contestarle al señor Senador. 


Efectivamente, como él lo manifestaba, el tema del Servicio 222 da para mucha discusión en 
distintos aspectos, porque en sí misma es una figura bastante irregular. Si bien se creó como un 
servicio extraordinario, hoy por hoy es un segundo trabajo para los policías y, como bien lo decía el 
señor Senador, determina una prolongación totalmente anómala de lo que es la jornada laboral, a fin 
de poder conjuntar entre esos dos trabajos un salario mínimamente decoroso. 


Queremos que quede claro que en esta instancia no se está reclamando la salarización, como 
lo manifestó la señora Ministra; lo que se está reclamando es que se blanquee la situación del Servicio 
222 con relación a los aportes a la seguridad social, puesto que es eso lo que hoy por hoy está 
determinando situaciones injustas, que hacen que cuando un policía se jubila lo haga con un 
porcentaje mucho menor del que le correspondería de acuerdo con lo que, de hecho, venía percibiendo 
en actividad. 


Una de las vías que se plantearon y sobre las que se discutió a lo largo de este tiempo en el 
seno de la Coordinadora, era intentar que del porcentaje del valor hora que percibe el policía y que la 
Jefaturas retienen, se hagan los aportes. Honestamente debo decir que desconozco -no es mi área 
técnica- qué costo implicaría para la Administración instrumentarlo por esa vía. De todos modos, en la 
Coordinadora hemos manejado que si hubiera diferencias económicas sería interesante apuntar a 
ajustar el valor hora que se le cobra al contratante, que en definitiva es quien jurídicamente tendría que 
hacerse cargo de realizar los aportes patronales. Reitero: si existieran diferencias económicas entre el 
porcentaje que hoy se le está reteniendo al policía y lo que se tiene que verter como aportes a la 
seguridad social, no me parecería mala idea que esa carga la pagara quien contrata el servicio. 


SEÑOR HEBER.- Un elemento a tener en cuenta es que entonces aparecería la competencia de las 
empresas de seguridad. Hago la acotación porque mañana el contratante podría dejar de contratar el 
Servicio 222 para utilizar los servicios de otra empresa. 


SEÑORA GIMENEZ.- Precisamente, manifestaba que ésa era una de las vías. 


En la Coordinadora se manejaron varias ideas, pero, fundamentalmente, dos hipótesis. Una 
era intentar que ese porcentaje que se descuenta del valor hora que percibe el policía -a nuestro 
entender, en forma arbitraria- se volcara a sus aportes a la seguridad social. La otra hipótesis que se 
manejaba y que en este momento podría funcionar como complementaria de la anterior, era trasladar 
esa carga al contratante. 


Indudablemente, el tema no es de fácil solución. Se ha intentado trabajar a nivel de 
Comisiones bipartitas en el Ministerio, pero hasta el momento no se ha llegado a ninguna solución. No 
nos quedan claros -la información no se nos ha hecho llegar desde el Ministerio- los fundamentos que 
la señora Ministra utiliza a la hora de manejar la cifra de US$ 128:000.000 que costaría salarizar  - 
según sus términos- el Servicio 222. 


Lo que sí se nos manifestó desde el Ministerio -concretamente, desde la Asesoría Letrada de 
la señora Ministra- fue que el reconocimiento de que el Servicio 222 debe ser gravado con aportes a la 
seguridad social, implicaría para el Ministerio un aluvión de demandas de carácter laboral por el 
período en el que la ley permite reclamar rubros laborales hacia atrás en el tiempo, concretamente, 
diez años; porque el reconocimiento a partir de la fecha, implicaría que no hay ningún fundamento legal 
para no haberlos hecho con anterioridad. Ese era el problema que se le generaba al Ministerio. 


No tengo claro si la cifra que la señora Ministra manejó en este ámbito responde a ese criterio 
o a otros. En cualquier caso, si el criterio fuera el miedo al aluvión de demandas laborales, podría 
existir una especie de consenso entre las organizaciones sindicales y la Cartera, a los efectos de 
instrumentar mecanismos legales para evitar esa retroactividad masiva. De cualquier manera, tenemos 
que reconocer que el derecho a reclamar existe, es justo, y limitarlo sería violar los derechos legales 
que cualquier trabajador podría ejercer en el momento que quiera; de hecho, si lo desea, podría 
ejercerlos ahora. Inclusive, en la Coordinadora ya hay algunos reclamos en trámite sobre este tema. 
Pensamos que podría pasar por ahí un intento de solucionar las cosas por la vía legal. 


Simplemente queríamos trasmitirles nuestras preocupaciones, así como las herramientas 
que se han manejado dentro de la organización sindical para tratar de buscar una solución mínima a un 
tema que tiene muchas aristas y al que va a llevar mucho tiempo encontrarle una solución de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una síntesis de todo lo aquí expresado. 


Hay dos tipos de reclamos: uno, que exige la existencia de espacio fiscal porque involucra 
recursos del Estado. Tiene que ver, particularmente, con el aumento de los salarios de los funcionarios 
policiales. Reitero que esto implica la existencia de recursos que, en el presente y de acuerdo con la 
información que manejamos, no existen, porque se ha agotado el espacio fiscal en otras prioridades 
que el Estado entiende pertinentes. Sin embargo, dicho espacio fiscal puede existir el próximo año, ya 
que a juzgar por lo que ha pasado en los años anteriores de este Gobierno, las previsiones de 
crecimiento han sido superadas por la realidad, y como consecuencia de ello, cada año nos hemos 
encontrado con espacios fiscales superiores a lo previsto. Y no hay ninguna razón para pensar que el 
año que viene no suceda lo mismo; no existe la certeza de que ello ocurrirá, pero tampoco hay razones 
para pensar que en el año 2009 no suceda lo mismo. Si así sucediera y no tuviéramos desde ahora la 
norma que habilitara la utilización de esos recursos, por más que existieran, no se podrían contemplar 
las aspiraciones de los policías. En el absurdo de que este año no podemos hacerlo porque no 
contamos con los recursos, pero podríamos aprobar la ley, y que el año que viene podríamos tener los 
recursos pero no la ley, creo que tenemos un espacio donde se puede trabajar para encontrar una 
solución. Me refiero a la posibilidad de habilitar legalmente ahora la posibilidad de que, existiendo 
recursos disponibles, se puedan aumentar los salarios de los funcionarios policiales en hasta el monto 
que están reclamando. Esto tiene que ver con las soluciones que exigen recursos del Estado. 


Lo relativo al Servicio 222 tiene dos posibilidades distintas. Una de ellas tiene que ver con los 
recursos del Estado, pues si bien es más que justo reclamar que ese 20% de lo que perciben los 
policías por cumplimiento del Servicio 222 que hoy queda en la Jefatura, sea vertido para realizar los 
aportes al Banco de Previsión Social, la realidad nos muestra que ese porcentaje tiene un destino -mal 
dado, pero lo tiene- y, por lo tanto, retirarlo y utilizarlo para pagar los aportes significaría compensar 
esos mismos recursos con Rentas Generales. Por lo tanto, resolver el problema del Servicio 222 por 
esa vía, también implica recursos del Estado. 


Ahora bien, hay otra vía que no implica recurso del Estado alguno, que es la que tiene que 
ver con lo que recién planteó la asesora legal de este sindicato. 


Finalmente, los recursos con los que se paga el Servicio 222 provienen de terceros 
contratantes y no del Estado, en tanto no contratante. Por lo tanto, cuando se contrata un servicio, se 
pagan sus costos, y los aportes a la Seguridad Social son siempre parte de los costos de cualquier 
servicio o producto. Como consecuencia de ello, dentro del valor que pague quien contrate como 
tercero -público o privado- el Servicio 222, deberá estar contemplado el valor de la hora hombre, el 
valor trabajo y también el que corresponde a los aportes patronales, entre otros. ¿Qué quiero decir con 
esto? No tendría ningún sentido que los aportes patronales a la Seguridad Social del Servicio 222 
requerido por terceros fueran de cargo del Estado porque, si así fuera, estaría subsidiando el costo del 
servicio brindado a terceros. 


Creo que esto sería una síntesis de lo que se ha venido expresando en torno a este tema. Es 
más, pienso que por esta vía podrían explorarse posibles soluciones para la situación del Servicio 222, 
así como alguna alternativa para contemplar el caso de aumento de los salarios de los funcionarios 
policiales. 


Quiero decir que no tengo la menor duda de que éste es un tema que cuenta con la 
sensibilidad de absolutamente todos los sectores políticos, tanto del Gobierno como de la oposición, 
porque no creo que haya sector alguno que no sea sensible a este tema. Estoy seguro de que así va a 
ser y tengo la esperanza de que en el transcurso del análisis de este proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas podamos encontrar caminos que nos acerquen a soluciones como las que hemos planteado. 
Concretamente, me refiero a que si en el día de hoy no encontramos de dónde “rascar”, podamos 
elaborar un artículo por medio del cual se habilite al Poder Ejecutivo a conceder un aumento para el 
año que viene, dentro del marco que nos reclaman. 


Por otro lado, sería conveniente empezar a activar una solución del Servicio 222 contando con 
esta propuesta y con lo que, de alguna manera, ustedes están insinuando, que es la posibilidad de 
alcanzar un acuerdo tal que implique la no retroactividad. Aclaro que sobre este aspecto no realicé las 
consultas correspondientes, pero cuando siento que, por un lado, se habla de la cifra de 
aproximadamente US$ 10:000.000 por la incorporación del Servicio 222 -con lo que se dejaría de 
recibir ese 20% por parte de las Jefaturas- y, por otro, de US$ 128:000.000, que es lo que insumiría la 
resolución de este problema, imagino que se está pensando no sólo en el costo que ello representará 
para el futuro, sino también en el que tendría hacia el pasado, si se plantearan posibles reclamos. Con 
esta espada que tiene el Gobierno encima, le será muy difícil encontrar una rápida solución al futuro 
del Servicio 222. Quizás pueda ocurrir -sin que esto signifique desconocer el derecho que les asiste, 
sin duda alguna, a los trabajadores de la seguridad pública- que si no dejamos de lado el pasado, 
podemos llegar a hipotecar el futuro. 


SEÑORA DALMÁS.- A efectos de saber si logré entender el razonamiento o el resumen realizado por 
el SEÑOR PRESIDENTE, creo que lo que sería “utilizable” -dicho esto entre comillas- de una solución 
como la de incremento del costo para el contratante, sería todo menos el 20% porque, como bien se 
dijo, ya está destinado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto. 


SEÑORA DALMÁS.- O sea que lo único que podría ser parte de un aporte a la Seguridad Social sería 
el monto del incremento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esquemáticamente, de lo que se trataría sería de aumentar un 20% el valor 
de la hora. Teóricamente podríamos disponer de un 20%; eso sería lo correcto, pero la realidad nos 
indica que desde hace años ese porcentaje está destinado y, si en este momento, se lo quitáramos a 
las Jefaturas, sería el Ministerio del Interior quien tendría que verter esos recursos, lo que estaría 
implicando, también, espacio fiscal. La posibilidad de aumentar la hora/hombre en valores similares, 
que los funcionarios sigan percibiendo el mismo importe y que ese incremento sea considerado aporte 
patronal a la seguridad social, podría permitir resolver el problema. 


SEÑORA DALMÁS.- Pero las Jefaturas deberían seguir percibiendo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que las Jefaturas seguirían recibiendo ese 20%. 


SEÑOR HEBER.- Ese 20% que va a parar a las Jefaturas es un número. Lo lógico sería que si 
encontramos una fuente de financiación distinta del 222 -otra diferente- podamos regularizar una 
situación que, a mi juicio, es irregular. En otras palabras, que el Servicio 222 que cumple el funcionario, 
sea del funcionario y no de la Jefatura, y que ese otro recurso sustituya al 20%. Quizás podamos 
manejar otra solución con un recurso que sustituya ese porcentaje. 


Por otro lado, ¿qué pasaría si subiéramos el precio a los privados que pagan por ese Servicio 
2227? No estaríamos generando un antecedente para atrás, porque es un mayor costo que se 
empezaría a pagar de ahora en adelante. Entonces, ¿habrá un recurso histórico contra ese privado? 
Trato de imaginar o de pensar cómo puede haber un reclamo -quizás legítimo, porque lo es desde hace 
mucho tiempo- pero, ¿por qué va a ir contra el Estado si es el que paga el Servicio 222 que ahora se 
incrementa y es el que pagará los costos laborales previsionales? Quizás por ese lado podamos 
encontrar una solución, un recurso más para la Administración a los efectos de regularizar esta 
situación. No lo descarto porque podríamos aportar alguna idea como recurso legítimo que ayude a 
mejorar esta situación. 


SEÑORA GIMÉNEZ.- Justamente, nuestro planteo de hoy pasaba por tratar de generar desde la 
organización sindical alguna propuesta para que los señores Senadores, que son los encargados de 
manejar el tema en esta instancia, encuentren algún tipo de mecanismo legal -que podría ser muy bien 
el que plantea el señor Senador Heber- a los efectos de regularizar esta situación. 


De todas formas, deseo dejar sentado un tema que aquí no se mencionó. Cabe aclarar que, 
además de pagar el 100% del valor hora al policía -del cual el 80% va efectivamente para él y el 20% a 
la Jefatura- el contratante abona un 10% más que se destina a abonar a los controladores de ese 
Servicio 222. Desde nuestra experiencia, tanto en la asesoría como en el área estrictamente sindical, 
esos controles han generado muchas más irregularidades que situaciones normales, porque en 
muchos casos no se realizan efectivamente pero se cobran. Los controladores suelen ser oficiales de 
alto grado a los que, en general, se hace figurar percibiendo ese monto, pero en la realidad no hacen el 
control correspondiente. Esta es una situación que hemos denunciado en reiteradas oportunidades al 
Ministerio y una de las tantas aristas que mencionábamos hoy acerca de las irregularidades 
relacionadas con el Servicio 222. De todas formas, no debe perderse de vista que el contratante ya 
paga un 10% más por un servicio de contralor que, en realidad, cuando se brinda, se hace de una 
forma muy deficiente. Esto también se debe tener en cuenta. 


Lo último que quería señalar es que, si bien entendemos que hoy el argumento que se nos 
plantea es que no existen espacios fiscales para generar un mayor aumento que el que se está dando 
por este artículo, pensamos que se podría estudiar la redistribución de algunos rubros que se están 
agregando en el propio Inciso 4 como, por ejemplo, el que mencionaba el compañero recién, vinculado 
a la inversión en tecnología. Sin desmerecer la necesidad de tecnología para mejorar la seguridad 
pública, creo que es prioritario atender la parte humana; la tecnología se puede ir adquiriendo a plazos, 
progresivamente, programándola para años futuros, pero el sueldo de los policías es imperioso que se 
solucione a corto plazo. Entonces, el rubro de inversión en tecnología es uno de los rubros que 
pensamos que se podría intentar recortar de alguna forma para añadir algo más al aumento que se 
están planteando para el personal policial. Puede haber otros caminos, y los Legisladores que están 
más en el tema podrán encontrar rubros alternativos para recortar pero, en lo posible, la aspiración de 
la Coordinadora y de los policías agremiados es que, además de esa previsión legal de aumento para 
el año 2009, se trate de buscar alguna posibilidad de recortar los rubros que ya se están adjudicando y 
así, reitero, aumentar en algo esta cifra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como habrán podido apreciar, existe preocupación en los Legisladores por 
este tema, y el hecho de que seamos pocos en Sala no significa falta de atención hacia la delegación, 
sino que la jornada ha sido muy larga y no todos han podido quedarse hasta el final. 


Les agradecemos la presencia, quedamos a las órdenes y recogemos la preocupación que 
nos han planteado. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 32 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


